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El trabajo de investigación se titula “Principio de Oportunidad y el Delito de 
Omisión de Asistencia Familiar en la Fiscalía Penal Corporativa de Cusco 
2017”. Siendo el principal objetivo investigar ¿la aplicación del principio de 
oportunidad es la solución del conflicto penal en delito de omisión de 
asistencia familiar de padres a hijos, en la Fiscalía Penal Corporativa de 
Cusco 2017? Por lo que estimamos efectuar este trabajo, por ser una 
problemática que afecta no solo a la administración de justicia sino a  las 
familias peruanas, en cuanto a la relación entre padres e hijos, ya que la 
administración de justicia en los delitos de omisión de asistencia familiar 
deben ser los más célere  posibles, caso contrario se estaría afectado al 
interés superior del niño, asimismo son procesos donde se evalúa la 
inmediatez y la urgencia ya que son alimentos liquidados, que un padre 
debiera pagar a sus hijos. Asimismo es conveniente conocer cómo ha 
evolucionado el principio de oportunidad y como se ha ido desarrollando en 
el Distrito Fiscal del Cusco, por lo que amerita interés por los jueces, 
legisladores y abogados libres. 
La tesis que desarrollamos es de enfoque cuantitativo de diseño no 
experimental análisis evolutivo de grupos y corte longitudinal, ya que como 
sabemos en este tipo de investigación se analiza los cambios ocurridos al 
paso del tiempo en diferentes momentos, para hacer inferencia respecto el 
cambio, sus determinantes y consecuencias. Asimismo pretendemos medir 
de manera estadística la aplicación del principio de oportunidad, como 
mecanismo de celeridad, economía procesal y descarga procesal en el 
delito de omisión de asistencia familiar de padres a hijos en la Fiscalía 
Penal Corporativa de Cusco 2017. 
En el presente trabajo de investigación, hemos considerado como datos 
estadísticos la información obtenida al momento de aplicar los 
instrumentos, mediante cuestionarios de entrevistas, tanto a los señores 
Fiscales y Abogados, cuyo resultado demuestran que la aplicación del 
principio de oportunidad, es eficaz y célere, lo que deviene en una óptima 


























no aportan significativamente la solución del delito de omisión de asistencia 
familiar, toda vez que ante el incumplimiento de la obligación alimentaria 
respecto los beneficiarios, vulnera indudablemente al bien jurídico de la 
familia, y no obstante haberse previsto su tramitación procesal y sancionar 
a los obligados que incumplen con este deber básico para el ser humano 
como es el de proveer los medios económicos para la subsistencia de los 
miembros de su familia. 






The research work is entitled "Principle of Opportunity and the Crime of Omission 
of Family Assistance in the Corporate Criminal Prosecutor's Office of Cusco 2017". 
The main objective being to investigate, is the application of the principle of 
opportunity the solution of the criminal conflict in the crime of omission of family 
assistance from parents to children, in the Corporate Criminal Prosecutor's Office 
of Cusco 2017? For what we consider to carry out this investigation, because it is 
a problem that affects not only the administration of justice but also Peruvian 
families, regarding the relationship between parents and children, since the 
administration of justice in the crimes of omission of assistance family should be 
the most possible, since the best interests of the child would be affected, they are 
also processes in which immediacy and urgency are evaluated since they are 
liquidated foods that a father should pay his children. It is also convenient to know 
how the principle of opportunity has evolved and how it has been developed in the 
Tax District of Cusco, so it deserves interest for judges, legislators and free 
lawyers. 
 
The thesis that we develop is a quantitative approach of non-experimental design, 
evolutionary analysis of groups and longitudinal section, since as we know in this 
type of research, the changes occurred over time at different times are analyzed, 
to make inference about the change, its determinants and consequences. We also 
intend to measure in a statistical way the application of the principle of opportunity, 
as a mechanism of speed, procedural economy and procedural discharge in the 
offense of omission of family assistance from parents to children in the Corporate 
Criminal Prosecutor's Office of Cusco 2017. 
 
In the present research work, we have considered as statistical data the 
information obtained at the time of applying the instruments, through 
questionnaires of interviews, both to the Prosecutors and Lawyers, whose results 
show that the application of the principle of opportunity, is effective and successful. 
, which becomes an optimal procedural download, however the application of the 




























of omission of family assistance, since in the event of non-compliance with the 
obligation to feed the beneficiaries, undoubtedly violates the legal right of the 
family, and notwithstanding its procedural processing has been foreseen and 
sanctioning the obligors who fail to comply with This basic duty for the human 
being is to provide the economic means for the subsistence of the members of his 
family. 





1.1 Realidad problemática 
 
En el devenir del tiempo el sistema procesal peruano paso por ciertas 
dificultades en su aplicación, provocando en ocasiones la afectación de los 
bienes jurídicos, debido a la sobre carga procesal y la duración excesiva de 
los procesos. 
 
Actualmente el sistema penal opera mediante decisiones político-criminales 
orientadas a elevar las penas y la agravación de tipos penales, así como la 
creación de nuevas figuras delictivas, lo que incrementa la cantidad de causas 
por resolver.  
 
En consecuencia a este problema nació el principio de oportunidad, como una 
medida alternativa para corregir la  problemática y asegurar la celeridad y 
eficacia de los procesos penales, colaborando así con el Sistema de 
Administración de Justicia Penal. Frisancho (2013). 
 
La institución del Principio de Oportunidad viene a ser un mecanismo de 
solución de conflictos penales, la misma que permitirá la culminación del 
proceso penal, luego de un acuerdo previo entre el agraviado e imputado, 
claro está con la participación del Representante del Ministerio Público, lo que 
permitirá que el agraviado una vez satisfecha la reparación civil por parte del 
imputado, este último será beneficiado con la abstención de la acción penal 
por parte del Fiscal. 
 
En ese orden de ideas, esta investigación lo que pretende demostrar, es la 
influencia que tiene el Principio de oportunidad en el conflicto con el delito de 
omisión de asistencia familiar de padres a hijos, en la Fiscalía Penal 




Seleccionamos tal delito por su particularidad,  ya que la omisión dolosa 
vulnera al bien jurídico protegido de la familia, y no obstante haberse previsto 
su tramitación procesal y sancionar a los obligados que incumplen con este 
deber básico para el ser humano como es el de proveer los medios 
económicos para la subsistencia de los miembros de su familia. Palacios y 
Monge (2010).      
 
De igual forma el Principio de Oportunidad regulado en el artículo 2° del 
Código Penal, afirma que el Ministerio Público de oficio o, pedido del 
imputado y con su consentimiento podrá abstenerse de ejercitar la acción 
penal cuando se trate de delitos que no afecten gravemente el interés público, 
por otro lado será necesario que el agente haya reparado los daños y 
perjuicios ocasionados o exista acuerdo con el agraviado, en ese entender 
debemos de analizar la influencia de la aplicación del Principio de 
Oportunidad en la solución del conflicto, respecto los delitos de Omisión de 
Asistencia Familiar de padres a hijos. Editores (2017). 
 
1.2  Trabajos previos 
 
1.2.1  Tesis 
   
Antecedente 1° 
El primer antecedente de mi investigación lo constituye la tesis que 
lleva como título “LOS EFECTOS QUE GENERA EL 
INCUMPLIMIENTO DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN LA 
FASE PRELIMINAR EN EL DELITO DE OMISIÓN DE ASISTENCIA 
FAMILIAR EN EL DISTRITO FISCAL DE LA LIBERTAD DURANTE 
LA VIGENCIA DEL NUEVO CÒDIGO PROCESAL PENAL”.  El autor 
es José Héctor Chávez Pérez, quien presento dicha investigación en 
Universidad Privada Antenor Orrego, Trujillo el año 2015., llegado a las 
siguientes conclusiones:  
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i. Si bien se ha afectado totalmente los efectos, señalados en la hipótesis 
de la presente investigación, que genera el incumplimiento de la 
aplicación del Principio de Oportunidad en la fase preliminar de los 
procesos por delito de omisión de asistencia familiar, también se 
encontró otros efectos tales como: La vulneración del principio del 
Interés Superior del Niño, desconfianza de la población para acceder a 
la aplicación del principio de oportunidad, ejercicio abusivo del derecho 
por parte del investigado, uso del principio de oportunidad como una 
herramienta dilatoria por parte del investigado, aumento de la carga 
procesal en la etapa intermedia y juzgamiento.  
  
ii. El incumplimiento del Principio de Oportunidad en fase preliminar en el 
delito de omisión de asistencia familiar, genera efectos nocivos desde 
el punto de vista jurídico, social y económico, tornándola ineficaz. 
 
iii. Siendo el Principio de Oportunidad, una institución del sistema procesal 
penal que posibilita la aplicación de los medios alternativos de solución 
de conflictos en el nuevo modelo procesal penal, cuya principal 
finalidad es descongestionar la excesiva carga procesal penal 
existente, existe una culpa compartida, tanto por parte del imputado 
como del fiscal, puesto que éste último coadyuva a la ineficacia de esta 
herramienta en fase preliminar en el delito de omisión de asistencia 
familiar, principalmente al no cumplir adecuadamente la función de 
requerir, el pago,  afectando el principio de interés superior del niño y 
de protección familiar, y beneficiando la actitud del investigado. 
 
iv. No existe predictibilidad en la fijación de plazos y montos, puesto que 
no hay coordinación previa entre los fiscales de decisión temprana, al 
trabajar cada una de forma independiente. (Chávez, 2013, p.359).  
 
Antecedente 2°  
El siguiente antecedente de la investigación viene a ser la tesis que 
lleva como título “NIVEL DE INEFICACIA DEL PRINCIPIO DE 
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OPORTUNIDAD EN LOS DELITOS DE OMISIÓN A LA ASISTENCIA 
FAMILIAR EN EL MINISTERIO PÚBLICO DE HUARAL, EN EL AÑO 2014”. 
Siendo la autora Milagritos Vicenta Salas Calderón, quien presento esta 
investigación en la Universidad Nacional José Faustino Sánchez Carrión, 
Huacho, en el año 2015.   
i. La aplicación del principio de oportunidad carece de eficacia en los 
delitos de omisión de asistencia familiar en el Ministerio Público de 
Huaral, en el año 2014. 
 
ii. La aplicación del principio de oportunidad beneficia a los imputados al 
dilatar el tiempo y evitar la acusación fiscal inmediata. 
 
iii. Al incumplir el imputado con la primera cuota, inmediatamente el fiscal 
debe notificar al imputado que si no paga interpondrá el recurso de 




El tercer antecedente de la investigación viene a ser la tesis que 
lleva como título “LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD 
EN LA SOLUCIÓN DEL CONFLICTO, RESPECTO A LOS DELITOS DE 
OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR DE PADRES A HIJOS, EN LA 
PRIMERA Y SEGUNDA FISCALÍAS PROVINCIALES PENALES DEL 
DISTRITO DE TRUJILLO”. La autora viene a ser Sandra Soledad Fiestas 
Haro, quien presento esta investigación en la Universidad Nacional de 
Trujillo, en el año 2016.  
i. El mecanismo de aplicación del principio de oportunidad influye de 
manera significativa y resulta de gran importancia en la solución de 
casos de delitos de omisión de asistencia familiar de padres a hijos, en 
la primera y segunda fiscalías provinciales de Trujillo 2008-2009, 
conforme se desprende de la presente investigación, púes la mayor 
parte de los casos, han sido resueltos por los sujetos de la relación 
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procesal, sin poner en marcha el aparato judicial o dando por concluido 
el ya iniciado.  
    
ii. El 29.0% de los casos de delitos de omisión de asistencia familiar de 
padres a hijos, no se aplicaron el principio de oportunidad; donde hay 
porcentajes mínimos (o % y 6.5 %) de fiscales y/o abogados que 
opinan que definitivamente no existe influencia del principio de 
oportunidad en la solución del conflicto, y además no soluciona los 
delitos de omisión de asistencia familiar de padres a hijos; luego ningún 
fiscal y/o abogado opina lo contrario respecto a que los imputados 
cumplan con el acuerdo del principio de oportunidad, además opinan 
que los abogados, la parte agraviada y el imputado buscan solucionar 
el conflicto penal.  
 
iii. El 71.0% de los casos de delitos de omisión de asistencia familiar de 
padres a hijos, se aplicaron el principio de oportunidad; donde hay 
porcentajes muy altos (66.7% y 100.0%) de fiscales y/o abogados que 
opinan que definitivamente si existen influencia del principio de 
oportunidad en la solución del conflicto; y además si soluciona los 
delitos de omisión de asistencia familiar de padres a hijos; luego 
fiscales y/o abogados opina que los imputados si cumplen con el 
acuerdo del principio de oportunidad, además opinan que los 
abogados, la parte agraviada y el imputado si buscan solucionar el 
conflicto y la totalidad de los fiscales conocen el trámite y conducción 
de la aplicación del principio de oportunidad. (Fiestas, 2016, p.81). 
 
1.3  Teorías relacionadas al tema 
CAPITULO I 
EL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD 
 




Catacora (como se citó en Neyra, 2010) indica que: El sistema 
procesal peruano vigente no es producto de la casualidad ni propia de otros 
sistemas, sino el resultado de una lenta y progresiva evolución, 
determinada por las exigencias sociales de cada época y orientada por la 
mayor o menor influencia de las doctrinas sociales y políticas que en el 
curso de la historia fueron apareciendo, y dicha evolución (o involución) es 
la que orienta la de producción de prueba en los códigos procesales que se 
fueron sucediendo.    
Pero el sistema procesal penal adoptado en nuestro país, estuvo 
influido en un inicio por la legislación que provenía de España, de clara 
tendencia inquisitiva. El texto que nos sirvió de fuente fue “Las siete 
partidas”, asimismo estuvimos regidas por una legislación procesal integral 
plasmada en códigos que se fueron sucediendo tratando de evolucionar 
hacia un sistema garantista (aunque en algunos casos se involucionó).  
El estado del actual proceso penal peruano es de base 
fundamentalmente inquisitiva. Bajo la lógica del sistema procesal que se 
adopta, se genera la reducción y en muchos casos la ausencia de 
garantías y derechos para el imputado. Nuestro código de procedimientos 
penales (vigente 70 años) ha instaurado a los operadores jurídicos, 
Fiscales, Abogados, y Jueces la adopción de la práctica inquisitiva, en las 
cuales predomina la escrituralidad, lenta y la concepción del proceso penal 
como una mera actividad administrativa.   
Por ello se ha dado un gran paso en el resguardo de los derechos de 
los justiciables con la dación del código procesal del 2004 (en adelante 
NCPP), púes esta implica una serie de nuevas instituciones que buscan 
proteger los derechos de las partes y la máxima eficacia en la lucha contra 
el crimen. 
Pues el modelo al actual se adscribe el Nuevo Código Procesal 
Penal. Publicado el 29 de julio del 2004 en el Diario oficial “El Peruano” 
mediante Decreto Legislativo 957, es el llamado acusatorio contradictorio, 
que implica un cambio de paradigma en el sistema de enjuiciamiento penal, 
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cuya característica principal es la separación de funciones procesales. Este 
código estatuye el proceso penal común que tiene como etapa estelar al 
juicio oral que se rige por principios y máximas orientadas a mejorar la 
calidad de información que percibirá el Juez a fin de obtener una resolución 
final fundada en verdaderos actos de prueba. (Neyra Flores, 2010)  
1.3.2  Principios del Proceso Penal 
 
Los principios vienen a ser aspectos importantes o directrices que deben 
regir el sistema procesal, siendo las siguientes:  
1.3.2.1 Principio acusatorio 
 
Armenta (2003) afirma: “Este principio, se traduce en una idea muy 
importante y simple: “no hay proceso sin acusación”, y esto, si bien se 
piensa, comprende que, “quien acusa no puede juzgar” (p.188). 
Queja N° 1678-2016 (como se citó en Neyra, 2010) indica que el 
principio acusatorio constituye un criterio configurador del proceso penal, 
según el cual, sin una previa acusación, la imputación – a una o más 
personas concretas – de determinados hechos, no hay posibilidad de 
llevar a cabo juzgamiento alguno.     
Se trata de una de las garantías esenciales del proceso penal, que 
integra el contenido esencial del debido proceso, referida al objeto del 
proceso, y determinada bajo la distribución de roles y bajo qué 
condiciones se realizará el enjuiciamiento del objeto procesal penal.   
El Art.4°, inciso 1 del T.P. del NCPP, refiere: respecto de la referida 
distribución de roles, se tiene que, el NCPP, ha conferido la titularidad del 
ejercicio público de la acción penal en los delitos, así como el deber de la 
carga de la prueba, al Ministerio Público. En tal sentido se prescribe que 
será tal entidad la que asuma la conducción de la investigación desde su 
inicio. La misma que se condice con el Art. 159 inciso 5 de la Constitución 
Política de estado, en la que se le otorga al Ministerio Público, la 
titularidad en el ejercicio de la acción penal, por lo tanto, corresponde al 
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Ministerio Público provocar la actividad jurisdiccional, para que luego de 
evaluada, pueda decidir si acusa o sobresee.   
1.3.2.2 Principio de imparcialidad 
 
La imparcialidad del órgano jurisdiccional forma parte de las 
garantías básicas del proceso, constituyendo incluso la primera de ellas. 
Así, el principio de imparcialidad garantiza que el juez sea un tercero 
entre las partes, toda vez que resolverá la causa sin ningún tipo de interés 
en el resultado del proceso sea por una vinculación subjetiva con alguna 
de las partes o por alguna vinculación con los elementos de convicción 
del proceso que haya formado en su interior un pre-juicio con respecto a 
la causa en concreto. (Montero, 1998, p.332). 
En ese sentido el Estado moderno se rige por la máxima de la 
división de funciones, lo cual llevado al proceso penal configura la división 
de roles entre juzgador, acusador y defensa. Pues es impensable que un 
solo funcionario tenga la carga de ser juzgador y acusador a la vez, así 
como sería ilógico que sea acusador y defensa en un mismo momento.  
Por ello, el Estado moderno para la dación de la justicia penal crea 
un funcionario que va a perseguir los delitos, este es el Fiscal, a su vez 
reconoce que la defensa debe, por igualdad de armas, tener una defensa 
técnica, siendo esta la del abogado defensor que se erige como 
contrapartida del primer funcionario.   
Y como tercer funcionario va ha decidir cual de las partes tiene la 
razón, el estado crea al juzgador que se debe mantener alejado de las 
demás partes, para así poder cumplir su rol. Por ello es que este 
fucnionario público debe ser imparcial (Neyra, 2010, p.156). 
1.3.2.3 Principio de oralidad 
 
Este principio establece que el discurso oral es la herramienta y el    
vehículo eficaz, mediante el cual las partes y las pruebas en el proceso 




 Capeletti (como se citó en San Martín, 2015) refiere que: El NCPP 
tendencialmente apunta hacia un predominio de la oralidad en la 
ordenación – manifestación externa de la actividad procesal – del 
procedimiento, es una simple forma del proceso. (…); no se trata de 
exclusividades sino de prevalencias, de predominio de coordinación y no 
de exclusión total. 
Conforme se tiene del artículo 356°.- Principio de juicio 1. El juicio es 
la etapa principal del proceso. (…). Rigen especialmente la oralidad, la 
publicidad, la inmediación, y la contradicción en la actuación probatoria 
(…). Concentración de los actos del juicio, identidad física del juzgador y 
presencia obligatoria del imputado y su defensor (Gomez, 2013, p.551). 
1.3.2.4 Principio de inmediación  
 
Este principio señala que las pruebas se actúan directamente ante el 
Juez, en el juicio oral, en forma inmediata y solo lo actuado en tal forma 
tiene carácter probatorio y con la presencia de las partes procesales. Vale 
decir que el Juez ya no leerá las declaraciones u otros actuados, ya que 
con el nuevo modelo procesal la declaración de los testigos y demás 
partes se efectuara de manera oral y directa ante el Juez, y no habrá 
intermediarios. Salvo en casos excepcionales previstas en el CPP.  
 
Meier (como se citó en San Martín, 2015) refiere: El principio de 
inmediación en sentido estricto, rige en dos planos: el primero, referido a 
las relaciones entre los sujetos del proceso: han de estar presentes y 
obrar juntos; el segundo, enlazado a la recepción de la prueba y en las 
alegaciones sobre ella: todas las partes y los jueces que la dirigieron han 
de estar presentes en la ejecución y su ulterior discusión, lo que 
constituye un presupuesto para dictar sentencia 




Entendida como aquel principio, en la que las actuaciones 
procesales se deben dar con apego a Ley. El principio de legalidad u 
obligatoriedad, por mandato legal, impone al Ministerio Público a 
perseguir los hechos punibles deber impuesto legalmente y, en su caso, 
al órgano jurisdiccional a la imposición de la pena legalmente prevista 
conforme a la calificación que resulte adecuada por mandato legal, 
impone al Ministerio Público a perseguir los hechos punibles deber 
Impuesto legalmente y, en su caso, al órgano jurisdiccional a la 
imposición de la pena legalmente prevista conforme a la calificación que 
resulte adecuada (STC N° 1005-2015-PHC/TC, FJ27).  
Tiedemann (como se citó en San Martín, 2015) refiere que: Es el 
necesario complemento del monopolio de la acusación a favor de la 
Fiscalía y tutela la igualdad en la aplicación del derecho, puesto que solo 
la Fiscalía ha de decidir, después de la terminación del procedimiento de 
averiguación, si se formula acusación contra el presunto autor de un 
hecho punible, tiene que estar obligada también a la realización de las 
investigaciones. 
En el Nuevo Código Procesal Penal, el Principio de Legalidad, se 
encuentra enunciado entre otros, en el artículo I numeral 2 del Título 
preliminar del CPP, que establece: “Toda persona tiene derecho a un 
juicio previo, oral, público y contradictorio, desarrollado conforme a las 
normas de este código.” Ello nos recuerda que el proceso penal se 
encuentra plenamente determinado, en forma previa, estricta y cierta por 
la ley (San Martín, 2015, p.454). 
1.3.2.6 Principio de publicidad 
 
Por ella entendemos que los procesos y el juicio oral son públicos, 
además que la sociedad en sí tiene derecho a conocer y enterarse de él, 
siendo ello una forma de garantía dentro del proceso. San Martín (2015) 
refiere que este principio se encuentra íntimamente con los principio de 
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oralidad, inmediación y concentración, toda vez que los cuatro principios 
no podrían explicarse de manera aislada. (p.84). 
Toda la comunidad tiene derecho a saber y enterarse de él y sus 
pormenores. Ello es una garantía del procesado y de la sociedad. 
(Ferrajoli, 1995) Vale decir que la publicidad debe garantizar y controlar, 
interna y externamente el proceso, toda vez es de conocimiento de la 
opinión pública, así como el imputado y el abogado defensor de éste. 
(p.616).  
Roxin (2006) quien afirma: que el principio de publicidad: viene a ser 
parte de las fases del procedimiento penal, particularmente una institución 
fundamental del estado de derecho (…) cuyo significado esencial está en 
la de consolidar la confianza pública en la administración de justicia, 
asimismo impulsar la labor responsable de los órganos de administración 
de justicia, por ende evitar toda posibilidad de que situaciones ajenas a la 
misma tenga que ver con la decisión del tribunal y particularmente en la 
sentencia. (p.407).   
La constitución Política del Perú, en su artículo 139° numeral 4, 
establece: “La publicidad en los procesos, salvo disposición contraria de 
la ley”. El artículo 1º de la declaración Universal de los Derechos 
Humanos consagra el derecho de la persona: “a ser oída públicamente y 
con justicia por un tribunal independiente e imparcial para la 
determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de 
cualquier acusación contra ella en materia penal.” El artículo 11 de esta 
misma Declaración suscrita por el Perú, establece que toda persona tiene 
derecho a un juicio público en el que se le aseguren todas las garantías 
para su defensa.  
De allí que todos los actos del proceso deben ser en principio 
públicos, sin embargo conforme lo prevé nuestra misma norma 
fundamental, la ley (en los artículos 357° y 358° del CPP) establece los 
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casos excepcionales en que las audiencias del juicio oral son reservadas 
por razones que tienen que ver con algún bien o interés superior, que 
puede provenir de la necesidad de proteger la víctima si es menor de 
edad por ejemplo o con la naturaleza íntima del tema, en los casos de 
delitos contra indemnidad o la libertad sexual, o por algún interés 
especial, relacionado al orden público o a la seguridad nacional. 
Finalmente, es necesario considerar que la publicidad del proceso 
penal, proviene también del carácter público de la acción penal. 
Urtecho (2014) refiere que: La acción penal es pública, porque esta 
dirigidas a satisfacer un interés colectivo, general, de orden social 
perturbado por el delito sea debidamente restaurado. De este modo, la 
acción penal está por encima de los intereses individuales. (p.44).  
1.3.2.7 Principio de igualdad de armas 
 
El principio de igualdad de armas, se refiere a que en el proceso, las 
partes deben tener las mismas posibilidades, derechos y garantías, para 
poder defenderse, accionar, impugnar, alegar o intervenir. Ello tiene 
profunda relevancia en el desarrollo de  todas las etapas procesales, pues 
implica que las partes deben tener un permanente y debido conocimiento 
de la marcha el proceso, para poder hacer uso de su derecho de defensa 
y del derecho a la prueba y poder accionar en permanente igualdad. El 
resultado que se espera es que el proceso sea imparcial y justo.   
Nuestro Código Procesal Penal en su artículo I numeral 3, establece 
expresamente este principio, al disponer: “Las partes intervendrán en el 
proceso con igualdad posibilidad de ejercer las facultades y derechos 
previstos en la constitución y en este código. Los jueces preservaran el 
principio de igualdad procesal, debiendo allanar todos los obstáculos que 
impidan o dificulten su vigencia”. 
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Desde esa perspectiva y como se puede advertir, el Principio de 
Igualdad de Armas, se encuentra plenamente interrelacionado e 
intrínsecamente implicado con todos los demás principios propios del 
modelo procesal acusatorio garantista y adversarial, tales como el 
principio de contradicción, oralidad, del derecho a la prueba, del derecho 
a la imparcialidad etc.  
Asimismo respecto el principio de igualdad de armas, Gozaini (1996) 
refiere: “en el decurso de las actuaciones procesales, las partes tienen las 
mismas posibilidades y derechos, a lo que se considera igualdad de 
armas, vale decir que ambas partes se encuentran en igualdad de 
condiciones y oportunidasddes de enfrentar el proceso, y de esa forma 
demostrar sus convicciones. Es decir no se puede conceder a uno, lo que 
al otro se niega, más al contrario ambos se encuentran en igualdad de 
condiciones. (p.101).     
1.3.3 Etapas del Proceso Penal  
 
Conforme se tiene del Libro Tercero, El Proceso Común, (Editores, 2017) 
las etapas del proceso penal son: 
 
1.3.3.1  Etapa de investigación preparatoria 
 
La investigación preliminar es demasiado importante para tener éxito 
en la investigación, por cuanto se efectúan las primeras diligencias luego 
de tener sospecha respecto la comisión de un ilícito, y la finalidad es la 
reunir los elementos de convicción de cargo y descargo, la que permitirá 
que el Fiscal pueda determinar si esta conducta es delictiva, asimismo las 
circunstancias  o móviles de la perpetración del hecho, identificar al autor 
o participes del hecho, la víctima, así como el daño causado.  
 
 La investigación preparatoria está dirigida por el Fiscal, quien 
realizará las investigaciones por sí mismo o encomendando a la policía, 
es decir puede realizar las diligencias de investigación por iniciativa o de 
27 
 
oficio, y a solicitud de alguna de las partes, siempre y cuando no requiera 
autorización judicial ni tengan contenido jurisdiccional, claro está con la 
única finalidad de esclarecer los hechos.  
 
Es decir en esta etapa el Fiscal al tener conocimiento o sospecha 
de un hecho presuntamente delictivo, de oficio o promovida por los 
denunciantes, cuando se trate de un delito de persecución pública, 
realizará sus funciones de investigación. 
 
Asimismo en esta etapa, corresponde al juez de la investigación 
preparatoria autorizar la constitución de las partes, pronunciarse sobre las 
medidas limitativas de derecho y medidas de protección, resolver 
excepciones, cuestiones previas y prejudiciales, realizar los actos de 
prueba anticipada y controlar el cumplimiento de esta etapa.  
La investigación preparatoria comprende dos partes: 
 
a) La investigación preliminar (diligencias preliminares). 
 
 Es el momento inicial de la investigación y se da por un plazo de 60 
días más plazo razonable, el Fiscal desde el inicio al tomar 
conocimiento de un hecho presuntamente delictivo, directamente o con 
la intervención de la policía efectúa las investigaciones a fin de 
determinar si debe pasar a la etapa de investigación preparatoria 
propiamente dicha. Estas implican realizar los actos urgentes o 
inaplazables para verificar si han tenido lugar los actos conocidos y su 
delictuosidad, así como asegurar los elementos materiales de su 
comisión, individualizar a las personas involucradas y asegurarlas 
debidamente. 
 
 Cuando la Policía tenga noticias sobre la comisión de un delito, 
debe comunicarlo al Ministerio Público, pudiendo realizar o continuar 
las investigaciones que haya iniciado y practicar aquellas que le sean 
28 
 
delegadas una vez que intervenga el fiscal, asimismo la policía remitirá 
los actuados a la Fiscalía con el informe correspondiente.  
 
 A partir de las diligencias preliminares, el Fiscal califica la 
denuncia, si conforme su apreciación el hecho no constituye delito, no 
es justiciable penalmente o hay causa de extinción prevista en la Ley, 
éste deberá ordenar el archivo de lo actuado, y en el caso de que se 
califique como delito y la acción penal no hubiere prescrito, pero falta 
identificar a los autores o participes, el fiscal puede disponer la 
intervención de la policía para tal efecto, igualmente puede disponer la 
reserva provisional de la investigación si el denunciante hubiera omitido 
una condición de procedibilidad que dependa de él.  
 Finalmente, cuando a partir del informe policial o de las diligencias 
preliminares aparezcan indicios reveladores de la existencia de un 
delito, este no ha prescrito, se ha individualizado al  y se cumplen los 
requisitos de procedibilidad, el Fiscal dispondrá la formalización y 
continuación de la investigación preparatoria  
 
b) La investigación preparatoria. 
 
 En este caso el fiscal dispone o realiza nuevas diligencias de 
investigación que considere pertinentes y útiles, claro está que no se 
pueden repetir las realizadas en las diligencias preliminares, sin 
embargo se pueden ampliar, siempre en cuando sean 
indispensables, se advierta grave defecto en su actuación previa y 
necesariamente deba completarse como incorporación de nuevos 
elementos de convicción.  
 
 Asimismo el Fiscal, puede exigir información de cualquier 
particular o funcionario público, igualmente cualquiera de las partes 
procesales puede solicitar la realización de diligencias adicionales.   
   
29 
 
 El fiscal para poder continuar las diligencias investigatorias, 
puede solicitar la intervención policial, de ser posible hacer uso de la 
fuerza pública para el cumplimiento de su actuaciones tendentes al 
esclarecimiento del hecho. Cuando el Fiscal requiera la intervención 
del Juez de la investigación preparatoria, así como las medidas 
coercitivas, la actuación de prueba anticipada, debe necesariamente 
formalizar la investigación, salvo excepciones previstas por Ley.  
 
 Del mismo modo durante la investigación preparatoria se 
puede autorizar la circulación y entrega de bienes delictivos y la 
actuación de agentes encubiertos. 
 
 Por último, en los casos en que venza el plazo de la 
investigación preparatoria y el fiscal no la haya culminado, 
cualquiera de las partes puede solicitar al Juez de la investigación 
preparatoria a efecto de que disponga su conclusión.  
 
1.3.3.2 etapa intermedia. 
  
Segunda etapa centrada en la decisión adoptada por el Fiscal, luego 
de haber concluido la investigación preparatoria de pedir el 
sobreseimiento de la causa, es decir abstenerse de ejercitar la acción 
penal, para evitar el proceso penal y la imposición de la pena, cuando 
exista acuerdo entre el imputado y victima que busca la reparación del 
daño causado) o en todo caso la acusación.   
    
  En el primer caso, el Fiscal, pedirá el sobreseimiento de la causa cuando: 
 El hecho no se realizó 
 Este no es atribuible al imputado 
 No está tipificado 
 Hay una causa de justificación, de inculpabilidad o no punibilidad 
 La acción penal se ha extinguido 
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 No existe razonablemente la posibilidad de incorporar nuevos 
elementos a la investigación. 
 No haya elementos de convicción suficientes para solicitar 
fundadamente el enjuiciamiento del imputado. 
  
 Respecto el sobreseimiento puede ser total o parcial, la misma que 
se debate en audiencia preliminar convocada por el juez de la 
investigación preparatoria y, de proceder, tiene carácter definitivo y la 
autoridad de cosa juzgada, ordenando el archivo de la causa. 
 
 En el caso que el fiscal decida formula acusación, el Juez de 
la investigación preparatoria debe convocar  a la audiencia preliminar con 
la finalidad de debatir sobre la procedencia o inadmisibilidad de cada una 
de las cuestiones planteadas y la pertinencia de la prueba ofrecida. 
   
Para la instalación de esta audiencia es obligatoria la 
presencia del Fiscal y del defensor del acusado, asimismo no podrán 
actuarse diligencias de investigación o de pruebas específicas, salvo el 
trámite de prueba anticipada y la presentación de prueba documental. El 
Juez también debe pronunciarse sobre los eventuales defectos de la 
acusación, las excepciones o medios de defensa, el sobreseimiento, que 
puede dictarse de oficio o a solicitud del acusado o su defensa. La 
admisión de los medios de prueba ofrecidos y las convenciones 
probatorias.   
  
 Culminada la audiencia el Juez resolverá inmediatamente todas las 
cuestiones planteadas, salvo que por lo avanzado de la hora o lo 
complejo de los asuntos por resolver, difieras la solución hasta por 
cuarenta y ocho horas improrrogables. En este último caso, la decisión 
simplemente  se notifica a las partes. 
 
Si los defectos de la acusación requieren un nuevo análisis del 
Ministerio Público, el Juez dispone la devolución de la acusación y 
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suspende la audiencia por cinco días para que corrija el defecto, luego de 
lo cual se reanuda. 
 
Posteriormente, el Juez dicta el auto de enjuiciamiento, en el cual, 
además, debe pronunciarse sobre la procedencia o subsistencia de las 
medidas de coerción o reemplazarlas, pudiendo disponer, de ser el caso, 
la libertad del imputado. Enseguida el juez penal dictara el auto de 
citación a juicio.    
 
1.3.3.3 Etapa de juicio oral 
    
 Es la etapa principal del nuevo proceso penal y se realiza sobre la 
base de la acusación. Es regida por los principios de oralidad, publicidad, 
inmediación y contradicción, además de la continuidad del juzgamiento, 
concentración de los actos, identidad física del juzgador y presencia 
obligatoria del imputado y su defensor. El juicio oral comprende los 
alegatos preliminares, la actuación probatoria, los alegatos finales y la 
deliberación y sentencia. 
  
Una vez instalada la audiencia, esta debe seguir en sesiones 
continuas e interrumpidas, salvo las excepciones contempladas en la Ley, 
hasta su conclusión. Esta se realiza oralmente y se documenta en un acta 
que debe contener tan solo una síntesis de la misma. Asimismo debe 
quedar registrada en medio técnico de audio o audiovisual, según las 
facilidades del caso. 
  
En función al principio de oralidad, toda petición o cuestión 
propuesta debe ser argumentada oralmente, al igual que la presentación 
de pruebas y, en general, todas las intervenciones de quienes participan 
en ella. Además las resoluciones, incluyendo la sentencia, son dictadas y 
fundamentadas oralmente, quedando registradas conjuntamente con el 
resto de las actuaciones de la audiencia en el correspondiente medio 




El Juez Penal o el Presidente del juzgado Colegiado, según sea el 
caso, dirige el juicio y ordena los actos necesarios para su desarrollo, 
correspondiéndole garantizar el ejercicio pleno de la acusación y defensa 
de las partes. 
 
1.3.4 Instituciones del sistema procesal penal que posibilitan la 
aplicación de los medios alternativos de solución de controversias 
 
Si bien la doctrina no se ha interesado en desarrollar una definición 
de las instituciones procesales penal mediante la cual se apliquen los 
Marcs, se puede encontrar algunas ideas que nos acerquen a encontrar 
una definición propia de las mismas 
 
Para Jaime Guasp Delgado la institución es “una organización 
puesta al servicio de la idea de justicia. Para él se entiende como 
institución, no simplemente el resultado de una combinación de actos 
tendientes a un fin, sino a un complejo de actividades relacionadas entre 
sí, por el vínculo de una idea común objetiva, a la que figuran adheridas, 
sea ésa o no su finalidad específica, las diversas voluntades particulares 
de los sujetos de quienes proviene aquella actividad.  
 
La institución se compone de dos elementos fundamentales: La idea 
común y objetiva: la satisfacción de la pretensión y por otro lado, Las 
voluntades particulares que se adhieren a dicha idea para lograr su 
realización. Entendido de esta manera, no es difícil aplicar el concepto 
de institución al proceso: la idea objetiva común que en él aparece, es la 
actuación o la denegación de la pretensión; las voluntades adheridas a 
esta idea son las que los diversos sujetos que en el proceso figuran, 





Para Pedro Pablo Arévalo Ríos “Específicamente las instituciones 
procesales que permiten la aplicación de medios alternativos de 
resolución de conflictos son las siguientes: El Principio de Oportunidad y 
en los Acuerdos Reparatorios, La Terminación Anticipada, Las 
Convenciones Probatorias, Las Sentencias de Conformidad”. 
Se las puede definir entonces, como aquellas instituciones 
procesales dentro del sistema penal que permiten que las partes 
procesales involucradas en el conflicto penal, puedan hacer uso de la 
aplicación de los medios alternativos de resolución de conflicto, a efecto 
de obtener una solución rápida y satisfactoria. 
 
Cabe señalar que el nuevo modelo procesal penal ha generado que 
en nuestro día a día, como profesionales del derecho cobren vital 
importancia cada vez más a menudo las maneras de poder llegar a un 
consenso, es decir, que las partes puedan solucionar el conflicto 
generado sin tener que seguir el curso normal del procesal penal, lo cual 
es un alivio debido a la fuerte carga procesal actual. 
Editores (2017) En ese entender el Código Procesal Penal, toma en 
consideración estas instituciones procesales, que tienen como objetivo la 
negociación que debe darse entre las partes, con relación a los puntos 
controvertidos respecto el conflicto, considerando claro está los medios 
alternativos de solución de conflictos, permiten que las personas que 
acudan a la misma puedan acceder de manera rápida y satisfactoria sus 
intereses.  
   




Palacios y Monge ( 2010) afirman que: El Principio de Oportunidad es 
una institución que se basa en el pragmatismo anglosajón, por cuyo 
intermedio se ponen de lado las teorías absolutas de la pena y se pone de 
manifiesto las teorías utilitarias. Siendo así que al incorporarse a nuestro 
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ordenamiento procesal penal, obviamente que altera la inflexibilidad del 
clásico principio de obligatoriedad del ejercicio de la acción penal. Por ello 
en la actualidad el Fiscal no está obligado a denunciar cualquier denuncia 
criminal, púes podría hacerlo en razón de los criterios establecidos por Ley. 
Es por ello que el legislador faculta a los Representantes del Ministerio 
Público a efecto de que se abstengan de ejercitar la acción penal, tomando 
en cuenta los supuestos de falta de necesidad de pena y falta de 
merecimiento de pena. (p.19). 
 
A) Falta de necesidad de pena 
 
Chocano (como se citó en Frisancho, 2013) afirma: Cuando el 
agente haya sido afectado gravemente por las consecuencias de su 
delito, culposo o doloso, siempre que este último sea reprimido  con 
pena privativa de libertad no mayor de cuatro años, y la pena resulte 
innecesaria. A este supuesto se le denomina también “poena naturalis”. 
En ese caso la pena se hace innecesaria, pues en base al principio de 
proporcionalidad, de imponerse una sanción al imputado, se 
acrecentaría innecesariamente el sufrimiento que el mismo se ha 
causado al cometer el delito.  
El daño grave puede recaer en el tanto en el autor o tercera 
persona ligada a éste. Ejemplo: el agente que al incendiar un inmueble 
de otro individuo, también a consecuencia de ello se quema 
gravemente el cuerpo, de tal manera que queda invalido; así también la 
persona que negligentemente atropella con su vehículo a su esposa. 
En ese entender tenemos en el primer  caso la conducta delictiva 
afecto directamente al autor, y en el segundo caso también el autor fue 
afectado, si bien es cierto que no de manera directa, sin embargo a 
quien se causó el daño de manera involuntaria fue a su esposa. 
Claro está que no puede aplicarse el criterio de oportunidad a las 
consecuencias que el agente o imputado quiso causarse a sí mismo o 
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previó que dicha posibilidad, tal como sucede con el caso de las 
automutilaciones o utilización de artefactos explosivos, que a 
sabiendas de su impericia o riesgo que implica su utilización. 
B) Falta de merecimiento de pena. 
 
Palacios y Monge (2010) afirman: La falta de merecimiento de 
pena opera como una pauta de oportunidad aplicable en casos donde 
el delito cometido no afecta gravemente el interés público o cuando, 
conforme a las circunstancias del hecho y las condiciones personales 
del denunciado, el fiscal puede apreciar que concurren los supuestos 
atenuantes de los artículos 14°, 15°, 16°, 21°, 22°, y 25° del Código 
Penal, y se advierta que no existe ningún interés público gravemente 
comprometido en su persecución  (artículo 2°, inciso 1b) y 1c). La 
aplicación de esta pauta de oportunidad dependerá de que el imputado 
haya satisfecho el interés reparatorio de la víctima (reparación de 
daños y perjuicios ocasionados por el delito) o que exista acuerdo con 
el agraviado en ese sentido (artículo 2°, inciso 2). (p.40). 
 
a) Delitos de Bagatela 
 
Armenta Deu (como se citó (Frisancho, 2013) indica: en  
Delitos insignificantes o de bagatela, en este caso como presupuesto 
necesario para la aplicación del principio de oportunidad, se debe a 
la necesidad de enfrentar a la criminalidad pequeña pero masificada 
o que no produce una afectación grave a los bienes jurídicos 
penalmente tutelados. En cuyo caso se trata de descongestionar o 
descargar la sobrecarga de la administración de justicia; en todo 
caso dirigiéndola a la efectiva persecución y sanción de la 
criminalidad más grave. Por ello la abstención del ejercicio de la 
acción penal en casos de los delitos de bagatela viene a ser un 
mecanismo mediante el cual se procura tratar de manera 
proporcional los conflictos sociales generados por el delito. En  cuyo 
caso resulta innegable que la apertura automática de la investigación 
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penal, en aras de asegurar el principio de obligatoriedad del ejercicio 
de la acción penal, sería totalmente desproporcionada, por tanto 
dejaría de lado los intereses reparatorios de la víctima, satisfaciendo 
tan solamente los intereses del Estado con la persecución de los 
delitos y aplicación del ius puniendi. 
Por tales consideraciones, el legislador ha establecido que 
para que el Fiscal aplique el criterio de oportunidad requiere de lo 
siguiente: 
- Que el delito sea insignificante o poco frecuente. 
- Que no afecte gravemente el interés público la renuncia a su 
persecución, en este caso se da cuando la comisión del delito 
perjudique la paz jurídica por encima del circulo vital del 
agraviado y su entorno inmediato, por ende implique fundada 
alarma social (art. 9°,b) de la Circular N°006-95-MP-FN). 
Por lo antes referido el interés público se entiende como lo opuesto 
al interés privado, lo que implica que  o es relevante la afectación de 
los bienes jurídicos del directamente agraviado, sino más bien los 
valores de toda la sociedad. 
En ese sentido los intereses que deben ser tomados en cuenta para 
aplicar los criterios de oportunidad por “falta de interés público en la 
persecución” Frisancho (2013) refiere que son: 
 a) El grado de prevención de la necesidad de sanción y la carga o 
gravamen que supone para el acusado el cumplimiento de las 
condiciones o mandatos, en relación con el grado de interés que 
exista en la persecución; b) Las circunstancias penalmente 
relevantes del caso y otras que atañen a perspectivas de prevención 
general (como el que no se pierda la confianza de los ciudadanos en 
la inviolabilidad del ordenamiento jurídico penal) o prevención 
especial (la conformidad previa del acusado, no respecto el requisito, 
sino por su significado de colaboración; c) La finalidad preventivo 
sancionadora no se vea perjudicada por la no imposición de la 
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correspondiente medida, deberá tomarse en cuenta igualmente la 
falta de preparación del delito, la compensación de los daños 
producidos y, en sentido negativo determinados antecedentes 
penales, precedentes o especificas formas delictuales que 
evidencian una determinada intensidad criminal. (p, 70). 
Chocano (como se citó en Frisancho, 2013) afirman: La afectación 
de interés público debería de suponer un menoscabo, una lesión, un 
daño o perjuicio en bienes jurídicos públicos, ya que la ley no indica 
que se ponga en “peligro” el interés público, sino que sea 
menoscabado. Ahora que la dificultad que los fiscales y jueces, ya 
han resuelto, es sobre la forma de cómo es posible afectar el interés 
público, y se nos ocurre que el interés se afecta cuando disminuye 
cuantitativamente, se modifica cualitativamente o desaparece. Lo 
que implica si un delito de bagatela logra disminuir o hacer 
desaparecer un hecho considerado de interés público, no es 
aplicable el principio de oportunidad. 
- Que la pena mínima no sea mayor a los dos años de privación de 
libertad o que no se trate de un delito cometido por funcionario 
público en el ejercicio del cargo (Art. 6°, 6.2 Reglamento N° 200-
2001-Consejo Transitorio Ministerio Público).     
San Martín (como se citó en Frisancho, 2013) afirma: La exclusión 
de los “delitos insignificantes” cometidos por los funcionarios 
públicos, siempre que estos se produzcan en el ejercicio de sus 
cargos, para la aplicación del principio de oportunidad, se debe al 
interés público irrenunciable que existe en que el ejercicio de la 
función pública se lleve a cabo en el cauce de la ley, con respeto de 
los deberes del cargo y procurando que la confianza de los 
ciudadanos en la correcta marcha de la administración pública no 
sufra menoscabo. 
 En ese entender no impide la aplicación de esta modalidad de 
abstención del ejercicio de la acción penal, donde el marco máximo 
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de la pena supere los dos años, desde que el factor determinante se 
circunscribe al minimun legal. También están comprendidos, los 
tipos legales que tiene previstas otras penas, tales como multas 
restrictivas de derechos y restrictivas de la libertad, aun cuando se 
apliquen conjunta o accesoriamente con la pena privativa de libertad 
(art. 9°,a) de la circular N°006-95-MP-FN). 
 Los delitos insignificantes vienen a ser aquellos que tiene un 
mínimo contenido de injusto o de escasa lesividad. Para que el 
Fiscal defina la insignificancia del delito tomara en cuenta la 
conminación penal respectiva, la misma que constituye un primer 
marco de definición, y fundamentalmente debe tomar en cuenta lo 
dispuesto en el Art. 46° del Código Penal, que viene a ser los 
principios de la determinación de la pena, vale decir aquellos 
factores vinculados a la determinación de la magnitud del injusto, 
como son: 
 La naturaleza de la acción: importancia y afectación del bien 
jurídico tutelado por el tipo penal; 
 Los medios empleados en la comisión del delito, observando 
la entidad lesiva de los mismos o su capacidad para vulnerar 
bienes jurídicos; 
 La extensión del daño o peligro causado; y, 
 Las circunstancias agravantes y específicas contenidas en el 
Código Penal. 
Otro motivo para que el Fiscal se abstenga de ejercitar la acción 
penal, es la poca frecuencia del delito. Se trata de un criterio 
cuantitativo que persigue garantizar que el Fiscal, siempre que 
su reiteración origine fundada alarma social, promoverá la acción 
penal. 
Chocano (como se citó en (Frisancho, 2013) afirma: Para los 
efectos de insignificancia y poca frecuencia, el requisito común 
es la falta de interés público en la persecución. Por ello el art. 
10° de la circular N°006-95-MP-FN., establece que para valorar 
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el interés público en la persecución, el fiscal considerará a 
aquellas circunstancias que determinen la finalidad de la pena, 
vale decir los elementos ponderativos fijados  en el artículo 46° 
del Código Penal, en especial se debe advertir el modo de 
comisión del delito, la habitualidad del mismo o razones 
similares (incisos 1, 2,3,4 y 7 del art. 46° del CP); así como el 
grado de los deberes infringidos, el móvil del delito y los 
antecedentes  o habitualidad del agente (incisos 3,6,8 y 11 del 
art. 46° del CP). También debe valorar aquellas causas 
significativas incompletas, previstas en los incisos 3,4,8,9 y 10 
del art. 20°, concordante con el art. 21° CP. 
Solo en caso se den estos supuestos restrictivos, puede 
calificarse que el interés público en la persecución del delito no 
se afecta gravemente. 
Asimismo en la jurisprudencia Alemana se sostenía que existe 
interés público cuando la paz jurídica se ve perjudicada por 
encima de “circulo cital” del perjudicado y la persecución penal 
se constituye en un objetivo actual de la generalidad. 
En cambio en nuestra legislación el principio de oportunidad se 
aplica solo para los “delitos insignificantes” pero no a las faltas, 
en este último caso la ley no prevé la posibilidad de que el Fiscal 
o Juez se abstengan de iniciar o perseguir el proceso ya 
iniciado. Lo cual nos lleva a la conclusión de que nos hallamos 
ante un vacío normativo, pues lo lógico y proporcional sería 
incluir a las faltas entre los presupuestos necesarios para los 
criterios de oportunidad. Además la distinción entre “delitos 
insignificantes” y faltas no ha sido determinada legal ni 
doctrinariamente. Por lo que creemos que en ambos casos se 
tratan de ilícitos penales insignificantes o de poca monta, por 
tanto deberían de servir de fundamento para la abstención de la 
aplicación de las penas o medidas de seguridad, por no existir 
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razones suficientes para diferenciarlos cuantitativa o 
cualitativamente (Frisancho, 2013).  
b) Mínima culpabilidad 
El inciso 1c) del artículo 2° del Código Procesal Penal dispone que el 
Ministerio Público pueda abstenerse de ejercitar la acción penal 
“cuando conforme a las circunstancias del hecho y las condiciones 
personales del denunciado, el Fiscal puede apreciar que concurren 
los supuestos atenuantes de los artículos 14°, 15°, 16°, 21°, 22° y 
25° del CP, y se advierta que no existe ningún interés público 
gravemente comprometido en su persecución”. En este caso 
encajan varios casos donde el agente ha actuado con mínima 
responsabilidad o culpabilidad. 
Armenta (como se citó en Frisancho, 2013) afirma: La culpabilidad 
será mínima o escasa “cuando puede quedar situada por debajo de 
la linera intermedia común de supuestos de hechos similares”. 
Bauman (como se citó en Frisancho, 2013) refiere: En la legislación 
Alemana en el caso de la culpabilidad leve, donde no existe interés 
público en la persecución, puede omitirse la acción penal. El cierre 
del procedimiento por el Ministerio Público no tiene autoridad de 
cosa juzgada, por lo que puede retomarse en cualquier momento, 
sobre la base de los hechos nuevos que produzcan otra calificación 
jurídica del hecho. En el caso de culpabilidad leve, pero con interés 
público, este puede suprimirse por cuestiones entre el Ministerio 
Público y el imputado, imponiéndole deberes. Es decir a diferencia 
del Perú siempre debe haber consentimiento del Poder Judicial.  
El artículo 6°, 6.3 del Reglamento elaborado por el Consejo 
Transitorio del Ministerio Público (Res. CT-MP- N° 200-2001) 
establece que la abstención del ejercicio de la acción penal por 
razones de mínima culpabilidad procederá en los siguientes casos: 
Cuando se presenten circunstancias atenuantes que permitan una 
rebaja sustancial de la pena, vinculada entre otros factores, a los 
móviles y finalidad del autor, a sus características personales, a su 
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comportamiento luego de la comisión del delito, con exclusión de la 
confesión. Se tendrá en consideración, además, aquellos supuestos 
vinculados a las causas de inculpabilidad incompletas, al error y al 
arrepentimiento sin éxito. 
San Martín (como se citó en Frisancho, 2013) afirma: Respecto a la 
mínima contribución a la perpetración del delito, está referida, 
primeramente a la escasa voluntad aplicada al delito, vinculada al 
grado del dolo y a la debilidad de la voluntad criminal; y, en segundo 
lugar al concreto y objetivo accionar  del imputado en la comisión del 
delito, por ejemplo, si intervino en un delito que quedo en grado de 
tentativa o en calidad de cómplice secundario.           
 
Conforme se tiene del Código Procesal Penal, en su artículo 2°.- 
Principio de Oportunidad. 
1. El  Ministerio Público, de oficio o a pedido del imputado y con su 
consentimiento podrá abstenerse de ejercitar la acción penal en 
cualquiera de los siguientes casos: 
a) Cuando el agente haya sido afectado gravemente por las 
consecuencias de su delito culposo o doloso, siempre que este 
último sea reprimido con pena privativa de libertad no mayor de 
cuatro años, y la pena resulte innecesaria. 
 
b) Cuando se trate de delitos que no afecten el interés público, salvo 
cuando el extremo mínimo de la pena sea superior a los dos años 
de pena privativa de libertad, o hubiere sido cometido por 
funcionario público en el ejercicio de su cargo.  
 
c) Cuando conforme las circunstancias del hecho y a las condiciones 
personales del denunciado, el fiscal pueda apreciar que concurren 
los supuestos atenuantes de los artículos 14°, 15°, 16°, 18°, 21°, 
22°, 25° y 46° del Código Penal, y se advierta que no existe 
ningún interés público gravemente comprometido en su 
persecución. No será posible cuando se trate de un delito 
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conminado con una sanción superior a cuatro años de pena 
privativa de libertad o cometido por un funcionario público en el 
ejercicio de su cargo. 
 
2. En los supuestos previstos en los incisos b) y c) del numeral anterior, 
serás necesario que el agente hubiera reparado los daños y 
perjuicios ocasionados o exista acuerdo con el agraviado en ese 
sentido. 
 
3. El Fiscal citará al imputado y al agraviado con el fin de realizar la 
diligencia de acuerdo, dejándose constancia en acta. En caso de 
inasistencia del agraviado, el Fiscal podrá determinar 
razonablemente el monto de la reparación civil que corresponda. Si 
no se llega a un acuerdo sobre el plazo para el pago de la 
reparación civil, el Fiscal lo fijará sin que este exceda de nueve 
meses. No será necesario la referida diligencia si el imputado y la 
víctima llegan a un acuerdo y este consta de instrumento público o 
documento privado legalizado notarialmente. 
 
4. Realizada la diligencia prevista en el párrafo anterior y satisfecho la 
reparación civil, el Fiscal expedirá una Disposición de Abstención. 
Esta disposición impide, bajo sanción de nulidad, que otro Fiscal 
pueda promover u ordenar que se promueva acción penal por una 
denuncia que contenga los mismos hechos. De existir un plazo para 
el pago de la reparación civil, se suspenderá los efectos de dicha 
disposición hasta su efectivo cumplimiento. De no producirse el 
pago, se dictara disposición para la promoción de la acción penal, la 
cual no será impugnable.  
 
5. Si el Fiscal considera imprescindible, para suprimir el interés público 
en la persecución, sin oponerse a la gravedad de la responsabilidad, 
imponer adicionalmente el pago de un importe a favor de una 
institución de interés social o el Estado y la aplicación de las reglas 
de conducta previstas en el artículo 64° del Código Penal, solicitara 
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la, aprobación de la abstención al Juez de la Investigación 
Preparatoria, el que la resolverá previa audiencia de los interesados. 
Son aplicables las disposiciones del numeral 4) del presente artículo. 
 
6. Independientemente de los establecidos en el numeral 1) procederá 
un acuerdo reparatorio en los delitos previstos y sancionados en los 
artículos 122°, 185°, 187°, 189°-A primer párrafo, 190°, 191°, 192°, 
193°, 196°, 197°, 198°, 205° y 215° del Código Penal, y en los 
delitos culposos. No rige esta regla cuando haya pluralidad de 
víctimas o concurso con otro delito; salvo que, en este último caso, 
sea de menor gravedad o que afecte bienes jurídicos disponibles 
 
El Fiscal de oficio o a pedido del imputado o de la víctima propondrá 
un acuerdo reparatorio. Si ambos conviene el mismo, el fiscal se 
abstendrá de ejercitar la acción penal, Si el imputado no concurre a 
la segunda citación o se ignora su domicilio o paradero, el Fiscal 
promoverá la acción penal. Rige en lo pertinente en el numeral 3) del 
presente artículo.    
 
7. Si la acción hubiere sido promovida, el Juez de la investigación 
Preparatoria, previa audiencia, podrá a petición del Ministerio 
Público, con la aprobación del imputado y citación del agraviado, 
dictar auto de sobreseimiento, con o sin las reglas fijadas en el 
numeral 5) hasta antes de formularse la acusación, bajo los 
supuestos ya establecidos. Esta resolución no es impugnable, salvo 
en cuento al monto de la reparación civil si esta es fijada por el Juez 
ante la inexistencia de acuerdo entre el imputado y la víctima, o 
respecto a las reglas impuestas si estas son desproporcionadas y 
afectan irrazonablemente la situación jurídica del imputado. 
 
8. El Fiscal también podrá abstenerse de ejercitar la acción penal, 
luego de la verificación correspondiente, en los casos en que el 
agente comprendido en la comisión de los delitos previstos en los 
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artículos 307°-A, 307°-B, 307°-C, 307°-D y 307°-E del Código Penal, 
suspenda sus actividades ilícitas de modo voluntario, definitivo e 
indubitable, comunicando de este hecho al Organismo de Evaluación 
y fiscalización Ambiental mediante instrumento de fecha cierta, si la 
acción penal hubiera ya sido promovida, se aplicara en lo pertinente, 
las mismas reglas establecidas en el presente artículo. 
 
9. No procede la aplicación del principio de oportunidad ni el acuerdo 
reparatorio cuando el imputado: 
 
a) Tiene la condición de reincidente o habitual, de conformidad con 
los artículos 46°-B y 46°-C del Código Penal; 
b) Sin tener la condición de reincidente o habitual, se hubiera 
acogido al principio de oportunidad o acuerdo reparatorio en dos 
ocasiones anteriores,   dentro de los últimos cinco años de su 
última aplicación, siempre que se trate , en todos los casos, de 
delitos de la misma naturaleza o que atenten contra un mismo 
bien jurídico; 
c) Sin Tener la condición de reincidente o habitual, se hubiere 
acogido al principio de oportunidad o acuerdo reparatorio dentro 
de los cinco años anteriores a la comisión del último delito; o,  
d) Sin tener la condición de reincidente o habitual, se hubiera 
acogido con anterioridad al principio de oportunidad o acuerdo 
reparatorio y no haya cumplido con reparar los daños y perjuicios 
ocasionados o lo establecido en el acuerdo reparatorio. 
En estos casos, el Fiscal promueve indefectiblemente la acción 
penal y procede de acuerdo con sus atribuciones. Lo dispuesto en 
el numeral 9) es aplicable también para los casos en que se 
hubiere promovido la acción penal. (Editores, 2017, p.365-367).  
 




El principio de oportunidad es un postulado rector que se contrapone 
excepcionalmente al Principio de Legalidad Procesal, corrigiendo su 
exceso disfuncional, con el objeto de conseguir una mejor calidad de 
justicia, facultando al titular de la acción penal, decidir sobre la pertinencia 
de no dar inicio a la actividad jurisdiccional penal, independientemente de 
estar ante un hecho delictuoso con autor determinado, concluyéndola con 
acto distinto al de una sentencia y teniendo como sustento de su 
conclusión los criterios de falta de necesidad de la pena o falta de 
merecimiento de la misma, todo ello amparado en la necesidad de 
solucionar bajo formas novedosas y premisas propias del derecho 
conciliatorio. (Torres Caro, 1998, p.16). 
 
Burgos (como se citó en San Martín, 2015) Refiere el Principio de 
Oportunidad es una excepción al carácter obligatorio de la acción penal, 
pues autoriza al Ministerio Público y al Juez Penal, a disponer de la 
acción penal en los casos expresamente contemplados en la Ley 
Procesal. 
 
Por lo cual el “principio de oportunidad” de vigencia parcial en 
nuestro sistema de justicia se define de manera restringida, tomando en 
consideración el principio de legalidad y su implicancia en el modelo 
acusatorio y garantista en la que nos regimos. (Frisancho, 2013). 
 
Gimeno (como se citó en Palacios y Monge (2010) da a conocer 
que: la deficición del principio de oportunidad que más se amolda a las 
exigencias arriba señaladas es la que ofrece Gimeno Sendra y Claus 
Roxin. Así, el primero considera el principio de oportunidad como: 
facultad, que al títular de la acción penal le asiste, para disponer, bajo 
determinadas condicones, de su ejercicio con independencia de que se 
haya acreditado la existencia de un hecho punible contra un autor 
determinado. A su vez, Roxinda muna definición que coencide en lo 
sustancial con la ofrecida por Gimeno Sendra “por principio de 
oportunidad debemos entender aquel quen permite al fiscal elegir entre 
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accionar o archivar cuando la investigación ha puesto de manifiesto que el 
acusado ha delinquido con una probabilidad tayana en la certeza”.      
 
Cafferata (como se citó en Palacios y Monge, 2010) Afirma: en forma 
amplia que el Principio de Oportunidad, como una forma de contribucíon 
que tienen los órganos que se haran cargo de la promoción de la acción 
penal, claro esta en razones procesales y de política criminal y no iniciar 
la acción penal o tambien suspender de manera provisional la que ya se 
ha iniciado, o de hacerla cesar de manera definitiva, aún cuando se 
tengan las condiciones ordinarias para perseguir y castigar el injusto 
penal. 
 
1.3.5.3 Características del principio de oportunidad 
 
Las características respecto el uso de los criterios de oportunidad se 
encuentra en razón de que dicha implementación pertenece al modelo 
denominado “integrador”, dicha integración debe ser como una forma de 
respuesta al ilícito penal. En ese entender la solución conciliadora a los 
conflictos que la criminalidad exterioriza, la reparación del daño causado 
al afectado o víctima, así como a la comunidad y por ende como una 
forma de pacificación en las relaciones sociales. A lo que se denomina 
modelo integrador, ya que de esta forma se puede aplacar las 
expectativas y exigencias de todas las partes implicadas en el problema o 
criminalidad con ponderación y armonía. (Frisancho, 2013, p.64).  
Por otro lado respecto el modelo integrador García (como se citó en 
Frisancho, 2013) quien redefine el propio ideal de justicia, considera el 
crimen como un conflicto interpersonal concreto, real, histórico, 
rescatando parte de ello que el formulismo jurídico había neutralizado. Es 
decir la orientación del sistema va más a la reparación del mal que al 
infractor que causo a “su” víctima, a las responsabilidades de éste y la 
comunidad, que al propio castigo. Proponiéndose intervenir en este 
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conflicto de manera constructiva y solidaria, sin represalias y buscando 
soluciones.   
1.3.5.4  Sistema de regulación  
 
Respecto al principio de oportunidad, en la doctrina se distinguen dos 




a) Sistema de oportunidad libre: Es un sistema aplicado por los países 
de tendencia anglosajona, empleado particularmente por el sistema 
jurídico norteamericano, siendo la característica principal el que el 
Ministerio Público cumpla sus funciones de manera discrecional, la 
misma que claro está que es contrario al principio de legalidad, debido 
a que no se ajusta a ninguna regla. 
b) Sistema de oportunidad reglada: Bajo este sistema se encuentran 
regidas, los países europeos, tales como: Alemania, Francia, Italia, 
España, Holanda, Portugal entre otros, bajo éste sistema se encuentra 
regida el Perú (Código Procesal Penal), siendo la característica 
principal que la ley prevé los supuestos en que deba aplicarse el no 
ejercicio de la acción penal por parte del Representante del Ministerio 
Público (Fiscal). Lo que implica que el criterio de oportunidad se 
convierte en un acto legal, ya que la ley misma lo autoriza y también fija 
sus límites, en ese sentido es el Ministerio Público quien tiene la 
función de aplicar estos mecanismos procesales, claro está de manera 
razonable, proporcional y coherente, y así lograr el objetivo trazado.   
1.3.5.5 Antecedentes legislativos del principio de oportunidad    
 
- Decreto Legislativo N° 638, del 27 de abril de 1991. 
Código Procesal Penal. 
- Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 1072-95-MP-FN, del 15 
de noviembre del1995. 
- Resolución N° 1470-2015-MP-FN, de 12 de julio del 2015 
(Reglamento del Principio de Oportunidad).   
- Resolución de las Fiscalía de la nación N° 1245-2018-MP-FN, de 
fecha 20 de abril de 2018. 
 
1.3.5.6 Proceso penal acusatorio garantista y criterios de oportunidad    
 
Pellegrini (1994) afirma: “En el modelo acusatorio garantista del 
proceso penal, se mitigan los principios de obligatoriedad e 
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indisponibilidad para la adopción de las pautas de oportunidad regulados 
por Ley y sujetos al control jurisdiccional” (p.284). 
Por otro lado según Baumann (como se citó en Palacios y Monge, 
2010) el Representante del Ministerio Público es la encargada de la 
aplicación de este criterio de oportunidad, tomando en consideración que 
éste es el titular de la acción penal. Donde claramente sus funciones se 
encuentran diferenciadas respecto al Juez, es decir en el primer caso su 
función es la de investigar y la del Juez es la de Juzgar (división de roles).  
En ese entender la división de roles no solo impide la parcialización 
en algunos casos de los jueces, sino que también suprime la necesaria 
posesión de objeto de acusado en el derecho procesal peruano. Por tanto 
el acusado enfrentara a alguien que se le opone, en este caso al Fiscal, 
es decir tiene mayor libertad jurídica. Siendo así ya no es simplemente 
objeto de una inquisitio por el Juez omnipotente de quien debe de 
abstenerse de atacar, sino más bien se convierte en un sujeto procesal y 
contrincante del fiscal, con quien puede arremeter sin mayor 
inconveniente. 
Gimeno (como se citó en Palacios y Monge 2010) afirma: Con el 
nuevo modelo procesal penal, el imputado se encuentra en una nueva 
posición jurídica y la delimitación legal de la función del Ministerio Público 
en el proceso, lo que deviene no solo que ambos se encuentren en una 
posición denominada “igualdad de armas” sino que también el 
Representante del Ministerio Público y el imputado, pueden llegar a un 
acuerdo, a efecto de que el primero no ejercite la acción penal, en tanto el 
segundo acepte tácitamente su responsabilidad de los hechos que se le 
imputa, así como satisfacer los intereses reparatorios de la víctima o 
agraviada.  
 
Además para que opere los criterios de oportunidad en el proceso 
penal acusatorio y garantista en la que se basa nuestro sistema jurídico, 
se le atribuye un rol de primer orden al imputado, conforme así lo prevé el 
Código Procesal Penal. Donde el Fiscal no podrá abstenerse de ejercitar 
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la acción penal, sino existe consentimiento expreso del imputado, es decir 
que dicho consentimiento implica la tácita aceptación respecto el hecho 
punible por el imputado, en el supuesto que no se recurriera a ello, eso 
sería una clara violación al derecho de defensa y estado jurídico de 
inocencia que tiene el imputado. 
 
En nuestro sistema jurídico penal garantista, el derecho a la defensa, 
como derecho subjetivo del imputado, se considera durante el transcurso 
del proceso, en consecuencia ello debe ser reconocido desde el primer 
momento en que la libertad de éste se vea amenazada por cualquier acto 
del procedimiento.   
  
1.3.5.7 Criterio de oportunidad frente al principio de legalidad procesal      
   
  García del Rio (como se citó en Palacios y Monge, 2010) La Ley 
constituye el marco infranqueable en donde se desenvuelve la aplicación 
de los criterios de oportunidad. Esta es la opinión más aceptada en la 
doctrina del proceso penal. Sobre todo en la elaborada por autores en 
cuyo país rige la codificación propia del sistema europeo-continental. 
 Desde esa perspectiva el uso de los criterios de oportunidad se encuentra 
incluido en el principio de legalidad. Suponen la atribución al fiscal, por 
parte del ordenamiento jurídico, de un margen de disponibilidad de la 
acción penal, configurado por una pluralidad de soluciones, todas ellas 
validas en la medida que se adecuen a la legalidad. El Ministerio Público 
se halla sujeto a la ley, tanto si ejercita la acción penal como cuando se 
abstiene de hacerlo. 
 De Diego Diez (como se citó en Palacios y Monge, 2010) indica: En la 
doctrina Española es donde esta postura doctrinaria tiene mayor 
aceptación, así indica que la oportunidad no arbitraria, sino “reglada” vale 
decir concebida como una facultad libre del fiscal, sino sujetas a normas 
preestablecidas cuyo acatamiento puede ser controlado por el órgano 




 Moreno (como se citó en Palacios y Monge, 2010) Para quien la legalidad 
no impide ni contradice la posibilidad de implantación de una oportunidad 
reglada en el proceso penal, sobre todo para la persecución de los delitos 
menos graves. 
Al igual de lo que acontece en el derecho hispano, con la 
introducción de una institución tan novedosa como la oportunidad, la 
mayoría de ordenamientos procesales basados en la legalidad acogen el 
uso de la discrecionalidad fijándole límites. Estos últimos se plasman, por 
ejemplo, en una taxativa determinación legal de los supuestos en los que 
el fiscal se puede abstenerse de ejercitar la acción penal, en la posibilidad 
de aplicar esta institución solo para delitos que merecen una pena mínima 
de dos años o estableciendo un control jurisdiccional sobre la decisión de 
no denunciar a la que está facultado el Ministerio Público.   
  
Pellegrini (como se citó en Palacios y Monge, 2010) afirma: Se 
trata de una discrecionalidad regulada en la selección de casos, la misma 
que es confiada enteramente al arbitrio del fiscal, asimismo, esta 
discrecionalidad debe estar vinculada con la idea general de 
proporcionalidad. El ejercicio del poder discrecional debe ser igual en 
casos iguales. 
 
Conde (como se citó en Palacios y Monge, 2010) afirma: La 
oportunidad reglada no quebranta el principio de legalidad, Por el 
contrario, se trata de una manifestación de éste último, pues al aplicarse 
se hace uso de lo que la ley dispone. Se actúa dentro de las parcelas 
legales. Lo que se presenta es realmente una atenuación del principio de 
obligatoriedad de la acusación 
 
Sanchez (como se citó en Palacios y Monge, 2010) refiere: 
Únicamente habría mella al principio de legalidad si es que el titular de la 
acción penal se abstiene de ejercitar ésta sin tomar en cuenta el 
consentimiento del imputado o aplicando los criterios de oportunidad sin 




1.3.5.8 Fundamento político criminal de los criterios de oportunidad 
 
A. Generalidades  
 
Bacigalupo (como se citó en Palacios y Monge, 2010) refiere: En 
la doctrina jurídico penal se considera que razones de política criminal 
en orden al “interés público” son las que permiten evitar la persecución 
de determinados ilícitos y sobreseer por razones de oportunidad, 
especialmente tratándose de casos de escasa gravedad, como 
consecuencia del “agotamiento” de posibilidades de justicia penal.    
 
Al respecto es ilustrativo lo que viene aconteciendo en el 
tratamiento Penal y Procesal Penal de los “delitos de bagatela”.  
Armenta (como se citó en Palacios y Monge, 2010) afirma: La 
“criminalidad de poca monta” se vuelve de práctica reiterada y afecta 
esencialmente a la propiedad y al tráfico rodado en relación con 
lesiones e infracciones administrativas. 
En el momento en que esta forma de criminalidad se presentas de 
manera masificada, incide directamente en las siguientes cuestiones:  
  
 La sobrecarga de la administración de justicia, principalmente, 
en los casos más frecuentes, en la que la regulación procesal 
penal ha sido elaborada sin pensar específicamente en este 
tipo de delitos. 
 La falta de proporción de la pena, que resulta excesiva en la 
mayoría de los casos, sin que se cuenten con los elementos 
correctivos que la adecuen. 
 La desvalorización del derecho penal en cuanto dice por un 
lado, que dichos delitos por su habitualidad pueden afectar a 
una inmensa mayoría de ciudadanos, impidiendo una reacción 
intimidatoria y, porque estando la inmensa mayoría de los 
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mismos por descubrir el efecto amenazador de la pena queda 
prácticamente eliminado, y  
 la protección del bien jurídico , ya que por más que  se 
argumenta la falta de importancia  del delito de bagatela 
tomando en su individualidad, el hecho es que, de forma 
masificada acaba convirtiéndose en cualquier cosa, menos en 
una “bagatela”, sobre todo por la falta de seguridad jurídica que 
la ciudadanía puede provocar la no persecución de estos 
hechos, con el consiguiente efecto de eventuales reacciones 
de autotutela  
    
Maier (como se citó en Palacios y Monge, 2010) afirma: que hace 
tiempo se verifico la utopía practica que se esconde tras el principio de 
legalidad (decisiones informales, pero reales de los particulares y de 
los órganos de persecución penal del estado), ello provoco la 
necesidad de racionalizar estas decisiones poniéndolas en manos de 
los órganos de corresponsabilidad política, a fin de evitar la 
persecución en aquellos casos en los que esta decisión resulte 
apoyada por algún fundamento plausible determinado por la ley.   
 
B. Ineficacia del sistema, selectividad controlada o caótica  
 
Lamentablemente el sistema penal en nuestra sociedad, es 
incapaz o poco efectiva, por los escasos recursos que dispone a fin de 
procesar todos los casos bajo su competencia, lo que deviene que 
estos procesos sean largos y latos, que vulneran los plazos 
establecidos conforme a ley. 
  
Reyes Echeandia (Palacios y Monge, 2010) afirma: Estas son las 
consecuencias más graves de la ineficacia del sistema penal, queda 
como una de las principales y más tristes de estas el hecho de que 
operen criterios de selección extra-jurídicos (factores de poder y 
desigualdades reales) para determinar las causas que merecen la 
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actuación de los órganos jurisdiccionales. En este sentido está 
demostrado empíricamente que en aplicación del derecho penal opera 
de facto un proceso de selección informal, en clara contradicción con el 
orden legal de perseguir todos los delitos de acción pública (principio 
de legalidad). Se comprueba así que no todos los delitos son 
denunciados, que de los denunciados no todos son descubiertos, y que 
de todos los descubiertos no todos llegan a una sentencia. 
  
Binder (como se citó en Palacios y Monge, 2010) afirma: Los 
sistemas de investigación moderna tienden a basarse cada día más en 
criterios de persecución selectiva (pautas de oportunidad legalmente 
establecidas), como respuesta a la realidad de la sobrecarga de trabajo 
de la justicia penal que se ha manifestado durante muchos años y que 
es una de las causas más directas de la impunidad. 
Recientes tendencias de la política legislativa que pretender atajar 
el atasco de los tribunales penales, no dudan en echar mano de los 
criterios de oportunidad para poner coto a la proliferación de procesos 
penales: la conformidad del imputado con la pena, los delitos de 
bagatela, la aceptación de experimentos o medidas alternativas a la 
pena, pone en tela de juicio la configuración clásica del proceso penal. 
(Ramos, 1993,p.30). 
De esta manera los criterios de oportunidad operan tambien, 
como herramientas que diversifican el control formal a otras vías de 
solución de conflictos. En realidad no queda otra alternativa debido a 
que la fuerza de los acontecinientos hace que el derecho penal se 
aplique en gran cantidad de casos, sin oír el llamado el principio de 
legalidad. 
El verdaddero argumento a favor del uso de criterios de 
oportunidad es el que solo el permite una solución preliminar, de entre 
los hechos abstractamente punibles, de aquellos que cumpliran ciertos 
requisitos de punibilidad efectivamente deseados, es decir, una 
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estrategia diferenciada en cuanto al ejercicio de la acción penal. 
(Barreiros, 1981,p.283). 
C. Favorecer el derecho a un proceso sin delaciones indebidas. 
 
Es fundamental un proceso sin dilaciones indebidas, siendo este un 
derecho subjetivo constitucional de las personas. 
Gimeno (1988) refiere: Se consigue reforzar los principios de 
celeridad y eficacia del proceso penal a través de la adopción de 
medidas procesales que determinen la incorporación del 
sobreseimiento por razones de oportunidad en los delitos de bagatela. 
El retardo a la justicia penal amplía el costo social del delito, al 
frustrar las expectativas de la parte afectada o agraviada en que se 
resuelvan de manera satisfactoria sus intereses reparatorios, cuando 
ello es materialmente posible. 
La “justicia que tarda no es justicia” reza el refrán. En efecto 
debe tenerse en cuenta que tratándose de un derecho fundamental 
engarzado a aquel otro de la “tutela judicial efectiva” al Estado no le 
queda otra alternativa más que legislar de manera adecuada para 
lograr su pronta plasmación. 
Este derecho tiene como uno de sus fundamentos el Pacto de 
san José de costa Rica, al cual se ha suscrito el Perú, conforme el 
artículo 7.5° de este documento se establece que “toda persona (…) 
tendrá derecho a ser juzgada entro un plazo razonable” y, en el artículo 
8.1° el derecho que le asiste a “ser oída con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un Juez o Tribunal competente”. 
D. Búsqueda de celeridad del proceso penal. 
 
Tomando en consideración que un proceso penal implica tiempo y 
dinero, como afirma Devis Echeandia (1984) es precisa la frase de 
Couture que “el tiempo en el proceso, más que oro, es justicia”.  
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Empero la celeridad no debe confundirse con la peligrosa 
precipitación. La celeridad debe tender a proporcionar al proceso penal 
un ritmo tan rápido como sea posible sin que se produzca menos cabo 
alguno de los principios jurídicos fundamentales como la presunción de 
inocencia o el derecho a la defensa. 
     Pradel (como se citó en Palacios y Monge, 2010) refiere: Un 
proceso acelerado, que no deje de lado las garantías fundamentales 
del proceso penal, ira en beneficio del delincuente como el de la 
víctima.  
La propia indemnización de la víctima se asegura con un proceso 
de pronta conclusión. El uso de los criterios de oportunidad una vez 
iniciado el proceso, posibilitan en gran medida este cometido. 
La eliminación casi total del proceso penal se puede realizar a 
través de una clasificación y selección sin persecución, operada por las 
autoridades judiciales. Este procedimiento que parecería reservado a 
legislaciones regidas por el principio de oportunidad, lo encontramos en 
otras legislaciones, en las que la legalidad es el principio rector. En 
razón de que la autoridad encargada de la persecución clasifica en 
virtud de la oportunidad invocando falsamente la no existencia de la 
prueba de cargo. 
 En segundo lugar (de derecho) ya que hay excepciones legales 
al principio de persecución obligatoria.  
E. Sobrecriminalización. 
 
Palacios y Monge (2010) El sistema penal peruano ha 
“desbordado” los índices tolerables de criminalización. Tomando en 
consideración que prácticamente todos los establecimientos 
penitenciarios a la fecha se encuentran superpobladas, siendo así que 
el derecho penal como sabemos es de aplicación de última ratio, la 
misma que es aceptada por la mayoría de los intelectuales jurídicos 
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penales, más no así en los que directamente tienen en sus manos el 
poder legisferante   
 
F. Revitalización de los objetivos utilitarios de la pena. 
 
Cuello (como se citó en Palacios y Monge, 2010) refiere: 
Tomando en cuenta que la pena, como privación de libertad personal o 
restricción de bienes jurídicos, impuesta claro por los órganos 
jurisdiccionales conforme a ley, a aquellos que son hallados culpables 
como comisores de un ilícito, creemos que estas van a tener sentido 
siempre y cuando se apliquen a hechos que signifiquen relevancia o 
sean gravosas frente a la sociedad en sí.  
 
Mir Puig (como se citó en Palacios y Monge, 2010) afirma: La 
fundamentación del estado y el derecho, liberales en el contrato social, 
concebida como pacto que los hombres suscriben por razones de 
utilidad, conducía a en asignar a la pena una función utilitaria de 
protección de la sociedad a través de prevención de los delitos. 
 
Es así que l pena meramente retributiva, conforme en su 
momento era entendida por Kant y Hegel, a la actualidad se han dejado 
de lado, más por el contario ahora se concibe la postura utilitaria. 
 
La concepción preventiva y retributiva de la pena son dos ramas 
que parten de un  mismo tronco, esto es, de la filosofía liberal del 
derecho entendido como instrumento al servicio del hombre antes que 
del Estado, en lo que difieren básicamente es en cuanto a la 
concepción del hombre. Mientras que los utilitaristas pensaban en el 
hombre empírico, el idealismo Alemán giraba en torno al hombre ideal. 
De ahí que los primeros exigían que la pena  que protegiese a los 
ciudadanos  en sus bienes reales, los filósofos alemanes se 
preocupaban en que sirviera de testimonio y confirmación de los 
valores ideales del hombre, razón, desde su dignidad como ser racional 
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autónomo, hasta la exigencia de justicia, también derivada de la razón 
humana.  
 
Mapelli y Terradillos (como se citó en Palacios y Monge, 2010) 
Según Kant la pena es un “imperativo categórico” y, como tal una 
exigencia incondicionada de la justicia, libre de toda consideración 
utilitaria. La pena no se justifica porque sirve a la sociedad, y el castigo 
del individuo, que es, “fin en sí mismo”, no puede instrumentalizarse en 
aras de fines preventivos ajenos.  
 
Para Hegel el carácter retributivo de la pena halla justificación en 
la necesidad de establecer la concordancia de la “voluntad general” 
representada por el orden jurídico con la voluntad especial del 
delincuente. 
Las teorías absolutas parten de que la pena es un mal, pero no un 
mal sin un fundamento, sino, con palabras de Maurach,”un mal que se 
impone al delincuente por el culpable incumplimiento del derecho” El 
mal de la pena compensa en virtud de una merma del derecho (ajeno) 
propia del delito. Toda pena  es, retribución. 
Respecto las teorías absolutas como se plantearon en el 
presente siglo, en realidad no son tan absolutas como parecen, toda 
vez que claramente se han mantenido la negación del delito y la 
realización de la justicia como fin de la pena, pero es obvio que ha sido 
con matices tendientes a la teoría funcionalista. Claro está que con la 
ejecución de la pena, lo que se pretende alcanzar es el respeto general 
de la ley, con el sentimiento de la autorresponsabilidad o que la 
sociedad tenga claro las concepciones morales. Siendo así que el 
carácter absoluto de esta teoría queda transgredida, ya que la 
realización de la justicia se funcionaliza, vinculándose claro está a fines 
sociales, tal como pondera la teoría de prevención general positiva.   
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Carnelutti (como se citó en Palacios y Monge, 2010) refiere: El 
derecho penal y procesal penal de un Estado democrático de derecho 
debe asegurar la protección efectiva de todos los miembros de la 
sociedad, por lo que ha de tender a la prevención de delitos. La función 
preventiva de la pena debe estar orientada con arreglos a los principios 
de exclusiva protección de bienes jurídicos, de proporcionalidad y 
culpabilidad. 
Asimismo, deberá de recurrirse a la apertura del proceso penal 
cuando no haya otra alternativa para la solución de los conflictos 
sociales, teniendo siempre presente, como lo hacía Carnelutti, la 
identidad del juicio con la pena, pues estar sometido a un proceso es 
una desgracia; el juicio implica el castigo. La pendencia del proceso 
criminal, aunque no existe todavía la condena, ni tampoco el inculpado 
este detenido, es suficiente para procurarle un sufrimiento. De ahí que 
Carnelutti hablara de “penocidad del proceso penal”. 
 
G. Procura de una mayoría economía procesal. 
 
Biling (como se citó en Palacios y Monge, 2010) afirma: Esta se 
da como una utilidad político criminal, siendo que la descriminalización 
procura evitar la aplicación del poder penal, con otras formas de control 
social, y consecuentemente la sobrecarga procesal disminuye. Es por 
ello que la legislación Alemana, dice Baumann: las ventajas de la 
introducción del principio de oportunidad consiste en la tramitación 
rápida de los delitos en masa más leves, en la economía y en la 
existencia de la mácula de la pena. Los inconvenientes son una 
vigorosa irrupción en el principio de legalidad, la apariencia del regateo 
o este mismo, y (en los delitos contra el patrimonio) el excesivo poder 
de reacción del Ministerio Público. 
Estos casos están sustraídos prácticamente a la decisión del Tribunal y 
el Ministerio Público es autoridad sancionadora. 
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En consecuencia el proceso penal debe atender tanto a 
intereses generales y particulares, en ese entender Biling afirma: El 
interés común exige que el proceso se realice rápidamente, ya que no 
puede rendir ventajas económicas por su misma naturaleza, que sea al 
menos lo más barato posible (principio de economía del proceso). 
 
H. Ratificación del principio de igualdad. 
 
Yon (como se citó en Palacios y Monge, 2010) afirma: Al operar 
como fórmula alternativa ante las pautas de selección extrajudiciales 
con la incorporación de criterios predeterminados normativamente de 
modo racional y coherente. No cabe duda que ello contribuye a la 
transparencia del sistema al orientar la selección a fines políticos 
utilitarios, plausibles de un Estado social y democrático de derecho. 
 
Tacora (como se citó en Palacios y Monge, 2010) refiere: La 
regulación legal de los criterios de oportunidad sirve de auxilio efectivo 
para corregir disfunciones del sistema penal. Es una herramienta 
importante del principio de igualdad. A su vez, corrige el efecto 
selectivo clasista de un sistema formal que, adherido al principio de 
legalidad ignora por completo su propia selectividad real.   
 
Maier (Como se citó en Palacios y Monge, 2010) afirma: La 
regulación de los criterios de selección, como son las pautas de 
oportunidad, contribuyen a la transparencia del sistema y de la forma, 
modo y efecto con los cuales se opera la selección. Esta transparencia 
contribuye a la necesidad del control político y jurídico de la selección, 
y con ello a fijar la responsabilidad de los órganos y funcionarios 
competentes para decidirla.  
 




Maier (como se citó en Palacios y Monge, 2010) afirma: 
Teniendo presente el carácter subsidiario del derecho penal, donde el 
proceso penal es un proceso de partes, en ese entender al Estado no 
le corresponde apoderarse de los conflictos, ni mucho menos erguirse 
como tutor de los mismos. 
En consecuencia el rol de la víctima se fortalece. A ésta le importa, 
más que a nadie, la reparación inmediata de los bienes jurídicos 
vulnerados en el conflicto generado por el delito.  
La víctima debe tener la posibilidad de expresar su voluntad así como 
de hacerla efectiva para lograr una solución alternativa a la meramente 
represiva. Pude obtener una satisfacción de sus intereses reparatorios 
usando caminos paralelos a los que expresamente señala la ley, pero 
nunca en contradicción a esta. 
Bustos (como se citó en Palacios y Monge, 2010) refiere: La 
función Judicial o del Ministerio Público, según el caso, tiene que ser la 
de promover las formas de conciliación, es decir, que habiendo un 
acuerdo entre las partes para solucionar su conflicto, este debe tener la 
capacidad de dar término al proceso. 
 
La función judicial o del Ministerio Público, según el caso, tiene que ser 
la de promover las formas de conciliación, es decir, que habiendo un 
acuerdo entre las partes para solucionar su conflicto, este debe tener la 
capacidad de dar término al proceso. 
En ese entender la conciliación viene a ser una forma efectiva de 
solución de conflictos que son generados por el delito, siendo así que 
la víctima se siente amparada por el proceso penal en sus necesidades 
reales y efectivas, de este modo se tiene una mejor protección de los 
bienes jurídicos y por ende el sentimiento de seguridad ciudadana, 
asimismo es posible la reinserción del delincuente a la sociedad, ya 




J. Evitar los efectos criminógenos de las penas cortas privativas de 
libertad. 
 
Esta finalidad se relaciona también con el “plea bargaining” 
americano practicado en algunos Estados de USA, a efecto de evitar 
que jóvenes delincuentes, tras estar privados de su libertad en una 
cárcel, se conviertan en más peligrosos y continúen delinquiendo, es 
así que el Ministerio Público luego de evaluaciones y dictámenes 
psiquiátricos, puede convencerse de la oportunidad del sobreseimiento. 
Algo similar sucede con el “pattegiamento” practicado en Italia. 
(Palacios y Monge, 2010, p.70). 
 
K. Contribuir a la consecución de la justicia material por sobre lo 
formal.  
 
Creemos que es algo fundamental respecto los fundamentos 
políticos criminales, mediante el cual los legisladores vienen 
introduciendo los criterios de oportunidad, ya que de ésta manera se 
viene descongestionando de manera casi eficaz la sobrecarga de los 
procesos penales, claro está que tratándose de delitos que no afecten 
gravemente el interés público entre otros (delitos de bagatela). 
(Palacios y Monge, 2010) Es decir la satisfacción de los intereses 
reparatorios de la víctima, ya que en la mayoría de los casos, la mera 
aplicación de la sanción para el agresor descuida este interés 
inmediato hacia la víctima.  
Tomando en cuenta esta situación, el proyecto del Código Procesal 
Penal, señala en su artículo 2°, que será necesaria la reparación del 
daño ocasionado por el agente o que exista acuerdo con el agraviado 
en este sentido, para que el Ministerio Público se abstenga de ejercitar 
la acción penal. 
La resolución de abstención esta supeditada al pago de la 
reparación civil a cargo del imputado, si este último no cumple con el 
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pago en el plazo acordado con el agraviado, se suspende la resolución 
de la abstención de la acción penal hasta el cumplimiento. De no 
producirse el pago, se dictará resolución de promoción de la accíon 
penal, la cual no será impugnable. (Palacios y Monge, 2010). 
 
1.3.5.9 El principio de lesividad 
 
Constituye como el punto de partida de un derecho penal moderno, 
es el “bien jurídico”, definida como aquella entidad objetivamente valiosa 
para la satisfacción de las necesidades físicas, psicológicas y sociales de 
los humanos y sus colectividades organizadas. Roxin (como se citó en 
Villa, 2001) Desde una perspectiva constitucionalista dinámica define el 
bien jurídico como “circunstancias dadas o finalidades que son útiles  para 
el individuo y su libre desarrollo en el marco de un sistema social global 
estructurado sobre la base de esa concepción de los fines o para el 
funcionamiento del propio sistema. 
   
Cobos (como se citó en Villa, 2001) afirma: El bien jurídico como 
objeto de protección del derecho penal debe ser lesionado o puesto en 
peligro para que, conforme el principio de lesividad, el derecho penal 
intervenga. No es suficiente entonces con que exista oposición entre la 
conducta y la norma penal, es necesario la lesión o puesta en peligro del 
bien jurídico concreto cuya protección le ha sido encargada al catálogo de 
la parte especial del código pues “nullum crimen sine injuria”.   
 
Un derivado natural de éste principio es de la irrestricta libertad de ideas, 
las que no pueden ser prohibidas en caso alguno. No se pude el 
pensamiento. No se pune tan siquiera los actos preparatorios de delitos 
salvo que de suyo ya pongan en peligro el bien jurídico, como ocurre con 
el complot. 
 
Asimismo el artículo IV del Código Penal, respecto el principio de 
lesividad indica: La pena, necesariamente, precisa de lesión o puesta en 
peligro de bienes jurídicos tutelados por ley. 
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Significa una garantía a la persona frente al Estado, en la medida de que 
esta determine que es lo que se protege y cuando debe entenderse que 
ello aparece afectado. 
 
En el derecho penal aparece como algo fundamental para la 
determinación del injusto, como base de la tipicidad y antijurídica, a fin de 
superar posiciones categoriales absolutas o fundamentalistas. Pero, 
además esencial, para la ordenación y catalogación de los hechos 
punibles en la parte especial. En el campo del proceso en la medida que 
el bien jurídico surge de las personas, de sus relaciones, es algo de ellas 
y para ellas, ello implica también que el proceso no es del Estado, sino de 
ellas, luego, el proceso criminal ha de ir tendiendo a ser un proceso de 
partes, en que por eso es cabida a la conciliación y a la mediación, en ir 
limitando al máximo el principio del que el proceso es del estado y de sus 
órganos de persecución penal. 
En el campo de la ejecución ello implica que esta solo ha delimitarse 
al derecho restringido en relación a la protección del bien jurídico 
correspondiente, de modo entonces que ella no puede  implicar una 
mayor afección y debe permitir por tanto el desarrollo de una participación 
activa en la ejecución de los condenados, propiciando formas que así lo 
permitan. En suma, el principio del bien jurídico y de lesividad, implica 
tener en cuenta las efectivas y reales necesidades de las personas.  
(Bustos, 1996). 
 
1.3.5.10 El principio de última ratio. 
 
(Estudio Ore Guardia, 2018) refiere: El derecho penal tiene por 
función proteger los bienes jurídicos, que vienen a ser presupuestos o 
condiciones necesarios para las personas y el desarrollo libre en 
sociedad, como son: la vida, la salud, las libertad personal, el patrimonio, 
el medio ambiente entre otros. Asimismo el derecho penal es subsidiario 
(sibsidariedad del derecho penal), toda vez que interviene ante la 
ineficacia o insuficiencia de otros medios de control social, ya sean 
65 
 
jurídicos (propios del derecho civil, administrativo, tributario, etc.).Por 
tanto el derecho penal es el último recurso (última ratio) de la dispone el 
Estado a efecto de proteger los bienes jurídicos.  
 
1.3.5.11 El principio de mínima intervención. 
 
 
En atención al principio de mínima intervención el derecho penal 
solo de intervenir en casos de ataques muy graves a los bienes jurídicos 
más importantes. Esto debido a las graves consecuencias que supone la 
intervención penal, tales como la afectación a la libertad de la persona 
(pena privativa de libertad) y/o de su patrimonio (pena de multa). 
(Estudio Ore Guardia, 2018). 
 
 Por lo que en ese sentido “La insignificancia de la afectación excluye 
la tipicidad, por lo que ello se puede establecer a través de la 
consideración conglobada de la norma: todo el orden normativo persigue 
una finalidad, el mismo que tiene un sentido, y es el aseguramiento 
jurídico para posibilitar la coexistencia que evite la guerra civil, es decir 
“la guerra de todos contra todos” 
 
La insignificancia solo puede surgir a la luz de la finalidad general que le 
da sentido al orden normativo y, por ende, a la norma en particular, y 
que n os indica que esos supuestos están excluidos de su ámbito de 





DELITO DE OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR 
 
1.3.5.12 Cuestiones previas 
 




El Código Civil pese haber destinado un libro exclusivamente 
dedicado a la familia no llega a definirlo, posiblemente por tener un 
concepto problemático, difícil de ser precisado, Sin embargo de 
ninguna manera es un espejismo o una ilusión, ya que la familia 
existe en realidad de manera concreta. Dentro del concepto de este 
hecho social, lo que en realidad existe concretamente son realidades 
intersubjetivas, tales como el matrimonio, el parentesco, la filiación, 
entre otros, precisamente son estas relaciones son objeto de 
regulación por el derecho de familia. 
Basándose en la unión sexos (varón y mujer), en 
consecuencia como institución jurídica su base se fundamenta en el 
matrimonio, regulada y reconocida por la norma jurídica, por tanto 
ello tiene su origen en lo que se denomina la “unión de hecho” 
reconocida constitucionalmente en nuestro sistema jurídico. Siendo 
así que la familia viene a constituirse una sociedad natural y 
espontanea de personas unidas por intereses comunes, con fines 
naturales y espirituales que son parte de la vida.  
Respecto el concepto de familia, la doctrina reconoce claramente 
dos acepciones: la primera en sentido amplio referida a la 
perspectiva jurídica, la misma que define a la familia: como el 
conjunto de personas unidas por vínculos del matrimonio, 
parentesco o afinidad establecida por la legislación positiva para una 
serie de institutos civiles, ya sea para impedimentos por razón del 
matrimonio, obligaciones alimentarias, sucesión intestada entre 
otros, las mismas que alcanzan hasta el cuarto grado de 
consanguinidad y segundo de afinidad en línea colateral, pero más 
allá de lo antes señalado ya no existe vínculo familiar, tampoco 
habría relevancia jurídica, menos surtirían efectos civiles. (Salinas, 
2013, p.373).  
Es por ello que en un sentido restringido lo que le interesa a la 
sociología, conceptuar a la familia: como el conjunto de personas 
que se hallan unidas por el matrimonio o la filiación, también como el 
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conjunto de personas que viven bajo el mismo techo y bajo la 
responsabilidad o dirección respecto los recursos por el jefe de 
familia, lo que se entiende como el núcleo paterno filial, que se 
encuentra compuesta por el padre, la madre, los hijos aún no 
emancipados y que se encuentren bajo su patria potestad, en 
consecuencia este concepto entiende a la familia como sinónimo de 
hogar.   (Salinas, 2013, p.373).  
 
B.  Definición de asistencia familiar. 
 
Viene a ser un derecho y obligación de las familias, a efecto de 
garantizar los recursos necesarios, tales como la alimentación, salud, 
educación, recreación, vivienda y vestimenta. En ese entender 
propender el mejor desarrollo de los mismos en la sociedad. Claro 
está, que de incumplirse con la misma, se puede exigir de manera 
judicial, priorizándose el interés superior del niño y adolescente.  
 
Prestación económica que realizan determinadas personas a sus 
parientes o a fines necesitados, con la finalidad de solucionar o 
satisfacer sus necesidades más urgentes para su existencia dentro de 
la sociedad. 
 
Dar alimento no es dar comida, sino un concepto jurídico que abarca 
lo previsto en el artículo 14 del Código de Familia. 
 
C. Definición de omisión de asistencia familiar. 
 
La omisión de asistencia familiar viene a ser el incumplimiento 
voluntario de asistencia de los recursos necesarios, como son la 
alimentación, educación, vivienda, salud entre otros para los 
miembros de la familia.  
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D. La Constitución Política del Estado y la familia. 
    
De conformidad a lo previsto en el Capítulo II, de los derechos 
Sociales y Económicos, de la Constitución Política del Perú., en su 
Artículo 4° Protección del Niño, madre, anciano, familia y el 
matrimonio. La comunidad y el estado protegen especialmente, al 
niño, al adolescente, a la madre y anciano en situación de abandono. 
También protegen a la familia y promueven el matrimonio. Reconocen 
a estos últimos como institutos naturales y fundamentales de la 
sociedad. 
La forma del matrimonio y las causas de separación, y disolución son 
reguladas por ley. (Editores, 2017, p.1002). 
 
E. Importancia de la familia en nuestro sistema jurídico. 
   
Todos sabemos que desde la optica social, la familia es la 
celula básica de la sociedad, incluso así viene estipulado en juestra 
normatividad juridica. En efecto, el artículo 4 de nuestra Constitución 
señalaque “el Estado protege a la familia y promueve el matrimonio” y 
los reconoce como “institutos naturales y fundamentales de la 
sociedad”. Ello viene a ser la premisa para que la mayoria de las 
normas  que regulan la familia tengan carácter imperativo, es decir, de 
orden público o de cumplimiento necesario, pues la organización y 
desenvolvimiernto de las familias interesa de sobremanera a la 
comunidad y al Estado. 
El Legislador no puede soslayar tal institución toda vez que 
para la persona natural en particular, la familia cumple una función de 
protección y de defensa frente a las innumerables contingencias del 
entorno social. La familia viene a ser el refugio de la persona natural. 
Esta, sin el respaldo y la protección de una familia, tiene minimas 
posiblidaddes de sobrevivir, y si logra hacerlo, será de escaso valor 
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para el Estado, pues la mayoria de la veces se vuelve gregaria y 
antisocial. 
Como se citó en (Salinas, 2013) Indica certeramente: es un 
hecho natural que el hombre aislado no puede dar satisfacción normal 
al imperio de su sexo, ni atender a los cuidados personales en una 
edad muy tierna o muy madura, ni procurarse su propia formación 
natural. Por tales motivos la familia, al mismo tiempo que es la 
colectividad natural máqs antigua, es tambien la celula social ppor 
exelencia, la más importante, pporque sion ella no se concibe la 
posiblidad de una vida en sociedad. 
En tal sentido, es insoslayable la importancia de la familia para 
la organización y desenvolvimiento del Estado, en consecuencia, el 
legislador no ha tenido otra alternativa que darle su real dimención al 
momento de legislar y regular a efecto de no distorcionar los lazos 
nacidos del matrimonio, parentesco o afinidad. En ese entender 
respecto el razonamiento, no es raro ni casual que el Estado haga uso 
del derecho punitivo para proteger a la familia y sancionar conductas 
que puedan afectarlo. 
En la doctrina del derecho penal, los entendidos han señalado 
que la intervención del Estado en las relaciones familiares vía el 
derecho punitivo, en regular beneficios, pueden resultar 
contraproducentes, pero no dañina. Lo que no contribuye de ninguna 
manera a mejorar la situación económica, ni lograr su unidad. 
Concluyendose que el etado debe abstenerse de intervenir por aquel 
medio. Sin embargo pensamos que tal intervención se justifica por el 
hecho concreto de garantizar el efectivo cumplimiento de las 
obligaciones y deberes familiares, cuando los ciudadanos de manera 
dolosa pretenden sustraerse.    
Sin embargo no podemos pensar que el derecho penal pueda 
intervenir en todas las relaciones de familia que guarden relación con 
los cónyuges y parientes consaguineos en linea recta. Como 
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apreciaremos más adelante, al legislador de la norma penal 
solamente le interesa tutelar cuatro aspectos importantes para la 
subsistencia regular de la familia. Tales como: Proteger la estabilidad 
matrimonial dentro del sistema monogámico, el derecho a la certeza 
de la filiación de los hijos respecto de los padres (lesión al estado civil 
de las personas), el derecho de custodia que corresponde a los 
padres respecto los hijos (atentado contra la patria potestad) y tutelar 
las obligaciones alimenticias (omisión de aistencia familiar).  
 
F. Concepto de alimentos. 
 
   Conforme se tiene del artículo 472 del Código Civil vigente 
encontramos el concepto de alimentos. Que refiere: se entiende por 
alimentos lo que es indispensable para el sustento, habitación, 
vestido, educación, instrucción y capacitación para el trabajo, 
asistencia médica y psicológica y recreación, según la situación y 
posibilidades de la familia. También los gastos del embarazo de la 
madre desde la concepción hasta la etapa de postparto. (Juristas 
Editores E.I.R.L., 2018). 
       Por otro lado, abarcando aspectos más amplios e importantes, el 
Código de los Niños y adolescentes, en su artículo 92° define 
alimentos: se considera alimentos lo necesario para el sustento, 
habitación, vestido, educación, instrucción y capacitación para el 
trabajo, asistencia médica y recreación del niño o del adolescente. 
También los gastos del embarazo de la madre desde la concepción 
hasta la etapa del postparto. (Juristas Editores E.I.R.L., 2018).   
En ese sentido lo entiende la jurisprudencia, cuando refiere, en la 
resolución del 16 de julio de 1998, la sala Penal de Apelaciones de la 
Corte Superior de Lima, asevera: “ que, el encausado no solo ha 
incumplido sus más elementales obligaciones como padre impuesto 
por la naturaleza y así mismo por nuestra ley vigente, en este caso en 
el artículo ochenta y dos del Código de los niños y Adolescentes, ya 
que es obligación de los padres el cumplir con los alimentos, los m 
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ismos que deben de entenderse como los alimentos propiamente 
dichos, vivienda, vestido, educación, instrucción, recreo, atención 
médica y los demás factores externos que requieren tanto los niños 
como los adolescentes para su normal desarrollo psicobiológico, 
conforme a lo normado por el artículo ciento uno del cuerpo de leyes 
ya citado” Exp. N° 2158-98. 
Cornejo (como se citó en Salinas, 2013) Refiere en forma 
acertada que el concepto de alimentos excepcionalmente puede 
restringirse a lo estrictamente requerido para la subsistencia 
(alimentos necesarios) a, a la inversa, extenderse a los que 
demanden la educación  o instrucción profesional del alimentista 
(como ocurre cuando se trata de menores). 
Se constituye en un deber dispuesto jurídicamente a una persona 
o personas de asegurar la subsistencia de otra u otras personas.  
Conforme se tiene del artículo 92° del Código de los Niños y 
Adolescentes en (Cajas, 2013) este considera alimentos, lo que es 
necesario para el sustento, habitación, vestido, educación, instrucción 
y capacitación para el trabajo, asimismo asistencia médica y 
recreación del niño y del adolescente. Asimismo tambien contempla 
los gastos del embarazo de la madre desde la concepción hasta la 
etapa del postparto.    
C.N.A. refiere: Artículo 93° .- Obligación a prestar alimentos, es 
obligación de los padres prestar alimentos a sus hijos. Por ausencia 
de los padres o por desconocimiento de su paradero, prestan 
alimentos en el orden de prelación siguiente: 
1. Los hermanos mayores de edad; 
2. Los abuelos; 
3. Los parientes colaterales hasta el tercer grado; y 
4. Otros responsables del niño o del adolescente. 
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C.N.A. refiere: Artículo 94° .- Subsistencia de la obligación 
alimentaria. La obligación alimentaria de los padres continua en caso 
de suspensión o perdida de la patria potestad. 
 
G. Sujetos que tienen el deber de alimentos. 
 
El artículo 475 del corpus juris civilis dispone que los alimentos se 
prestan entre sí por los cónyuges, por los descendientes, por los 
ascendientes y por los hermanos. En cambio, desde la óptica del 
menor, el Código de los Niños y Adolescentes en el artículo 93° prevé 
que es obligación de los padres prestar alimentos a sus hijos, por 
ausencia de estos, prestan alimentos en el orden siguiente: los 
hermanos mayores de edad, los abuelos, los parientes colaterales 
hasta el tercer grado y otros responsables del niño o adolescente; 
mientras el artículo 94° refiere respecto la subsistencia de la obligación 
alimentaria: la obligación alimentaria de los padres continua en caso de 
suspensión o pérdida de la patria potestad. 
Disposiciones legales a tenerse en cuenta para efectos de la 
aplicación para el derecho punitivo ante el incumplimiento de las 
obligaciones alimenticias lo constituyen los artículos 478 y 479 del 
Código Civil, allí, se dispone imperativamente que cuando el cónyuge 
deudor de los alimentos no se halla en condiciones de prestarlo sin 
poner en peligro su propia subsistencia, según su situación, están 
obligados los parientes. En el caso de la obligación alimenticia entre 
ascendientes y descendientes, la obligación de dar alimentos pasa por 
causa de pobreza del que debe prestarlos al obligado que le sigue 
según lo prescrito por la ley.  (artículo 475 y 476 del C.C.). 
Debe entenderse que el deber de pasar alimentos no es absoluto, 
sino relativo. En efecto, ante la imposibilidad material del obligado a 
prestar alimentos, el legislador nacional ha previsto que pueden ser 
sustituidos por los parientes en el orden prescrito por la ley. Lo que se 
busca, en definitiva, es evitar la indefensión de aquel que tiene derecho 
a los alimentos. 
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H.  Sujetos que tienen el derecho de alimentos. 
 
De las normas de nuestro sistema jurídico vigente se evidencia 
que tienen derecho a los alimentos, los menores de dieciocho años. Si 
se trata de una persona de más edad a la citada, solo tiene derecho a 
los alimentos cuando no se encuentre en aptitud de atender su 
subsistencia (artículo 473 C.C.) o, en su caso, siga estudios superiores 
con éxito (artículo 483 C.C.). Asimismo, tiene derecho a los alimentos 
los cónyuges entre sí, los ascendientes, los descendientes y los 
hermanos (artículo 474 C.C.). 
 
I. El derecho penal en las relaciones familiares. 
 
En la doctrina, no pocos entendidos han señalado que la 
intervención en las relaciones familiares del Estado vía derecho 
punitivo, en lugar de resultar beneficioso, puede ser contraproducente, 
cuando no dañina. No contribuye de manera alguna a mejorar la 
situación económica de la familia ni lograr su unidad. Se afirma que el 
Estado debe abstenerse de intervenir por aquel medio. Sin embargo, 
pensamos que tal intervención se justifica por el hecho concreto de 
garantizar el efectivo cumplimiento de las obligaciones familiares, 




El incumplimiento de los deberes alimenticios pone, la mayor de 
las veces, en forma grave y seria en peligro la salud y la vida de los 
agraviados. (Salinas, 2013, p.453). 
 
No obstante ello, no significa caer en cierto dramatismo como 
afirma Javier Villa Stein (569), (como se citó en Salinas, 2013) sino 
más bien proteger con realismo deberes imperativos cuando 
dolosamente algunas personas se pretenden sustraer. La intromisión 
del derecho penal en las relaciones familiares trae como positiva 
consecuencia que los ciudadanos internalicen y afirmen la convicción: 
los deberes impuestos por la naturaleza y la ley son de cumplimiento 
imperativo e ineludible.  
 




De conformidad a lo previsto en el Capítulo IV, Omisión de Asistencia 
familiar, Artículo 149° del Código Penal.- Incumplimiento de obligación 
alimentaria, refiere: El que omite cumplir su obligación de prestar los 
alimentos que establece una resolución judicial será reprimido con 
pena privativa de libertad no mayor de tres, o con prestación de 
servicio comunitario de veinte a cincuentidós jornadas sin perjuicio de 
cumplir el mandato judicial. 
Si el agente ha simulado otra obligación de alimentos en 
connivencia con otra persona o renuncia maliciosamente su trabajo la 
pena será no menor de uno ni mayor de cuatro años. 
Si resulta lesión grave o muerte y estas pudieron ser previstas, la pena 
será no menor de dos ni mayor de cuatro años en casos de lesión 
grave, y no menor de tres ni mayor de seis años en caso de muerte. 
(Editores, 2017, p.165). 




De la lectura del primer párrafo base, se advierte que el ilícito 
penal más conocido como “omisión de asistencia familiar” se configura 
cuando el agente dolosamente omite cumplir su obligación de prestar 
alimentos, establecido previamente en una resolución judicial como 
pensión alimenticia después de agotado un proceso sumarísimo sobre 
alimentos. Esto es, realiza el hecho típico aquella persona que teniendo 
conocimiento que por resolución judicial consentida tiene la obligación 
de pasar una pensión a favor de otra, omite hacerlo. 
El legislador al elaborar el tipo penal, la utilizado el término 
“resolución” para dar a entender que comprende tanto una sentencia 
como un auto de asignación provisional de alimentos que se fija en el 
inicio del proceso o inmediatamente de iniciado, en favor del 
beneficiario. Por lo que basta que se omita cumplir la resolución judicial 
debidamente emitida y puesta en conocimiento al agente, para estar 
ante una conducta delictiva. Es un delito de peligro, la víctima no 
requiere probar haber sufrido daño con la conducta omisíva del agente. 
Es suficiente que se constate que el obligado viene omitiendo 
dolosamente su obligación de asistencia establecida por resolución 
judicial, para perfeccionarse el ilícito. (Salinas, 2013, p.454). 
En este aspecto no existe mayor controversia para los 
especialistas peruanos, es por ello que Bramont Arias Torres y García 
Cantizano (como se citó en Salinas Sicccha, 2013) enseñan que “para 
la ejecución del tipo no se requiere la causación de un perjuicio 
efectivo, ya que es suficiente con la puesta en peligro del bien jurídico 
protegido. Por eso, se dice que es un delito de peligro. Es decir, basta 
con dejar de cumplir la obligación para realizar el tipo, sin que sea 
necesario que debido a tal incumplimiento se cause un peligro a la 
salud del sujeto pasivo”.  
Por otro lado Villa Stein (571), (como sem citó en Salinas, 2013) afirma: 
que “ la conducta que exige el tipo es la omisiva de no prestar los 
alimentos conforme lo ordena una resolución judicial, poniendo en 
76 
 
peligro la satisfacción de necesidades básicas del necesitado. Es pues 
un delito de peligro”. 
Es más la jurisprudencia nacional lo entiende en ese sentido. 
Conforme la Ejecutoria Suprema del 01 de junio de 1999 (como se citó 
en Salinas, 2013) donde refieren “que, conforme a la redacción del 
artículo ciento cuarenta y nueve del Código Penal el delito de 
asistencia familiar se configura cuando el agente omite cumplir con la 
prestación de alimentos establecida por una resolución judicial, razón 
por la que se dice que es un delito de peligro, en la medida que vasta 
con dejar de cumplir con la obligación para realizar el tipo, sin que sea 
necesario que debido a tal imcumplimiento se cause perjuicio a la salud 
del sujeto pasivo, requiriendose que dicho comportamiento se realice 
necesariamente a título de dolo”. 
Asimismo aparece como precedente jurisprudencial la Resolución 
del 09 de enero de 1998 de la Corte Superior de Lima, (como se citó en 
Salinas, 2013) Además que se configuren el delito de asistencia 
familiar cuando el, obligado de prestar alimentos (sujeto activo) de 
acuerdo a una resolución judicial deja de cumplir su obligación, sin que 
sea necesario que debido a tal incuplimiento se cause un perjuicio a la 
salud de los alimentistas (sujeto pasivo). 
La misma posición se traduce en la resolución del 21 de mayo de 
1998, cuansdo la Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de 
Lima (como se citó en Salinas, 2013) sostiene: “que el comportamiento 
en el ilícito instruido consiste en omitir el cumplimiento de la prestación 
de alimentos establecida, por una resolución judicial. Es decir, basta 
con dejar de cumplir la obligación para reaslizar el tipo, teniendo en 
consideración que el bien juridico protegido es la familia y 
especificamente los deberes de tipo asistencial”  
Tambien la configuración del delito en hermeneutica resulta 
indispensable la preexistencia de un proceso civil sobre alimentos, 
donde el Juez natural ha precisado el deber de aistencia inherente  a la 
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institución familiar, de esa manera la obligación de asistencia tiene que 
ser precisada mediante resolución judicial consentida. Sin previo 
proceso sobre alimentos no se da la comisión del ilícito penal de 
omisión de asistencia familiar. 
Del mismo modo el obligado tiene que tener pleno conocimiento 
de aquel proceso sobre alimentos, es más este debe tener 
conocimiento, ppor medio del acto procesal de la notificación, del 
monto de la pensión alimenticia mensual y el plazo en que debe 
cumplirlo. 
Si el obligado nunca conocio la existencia del proceso sobre alimentos, 
o nunca se le notifico el auto que le ordena pagar la pensión 
alimenticia, no apareceran los elementos consecutitutivos del hecho 
punible de omisión de asistencia familiar. Ello se constituye en lo que 
en el derecho penal se denomina requisito objetivo de procedibilidad. 
(Salinas, 2013, p.456). 
Hay unanimidad en la doctrina jurisprudencial respecto esta 
cuestión. Como ejemplos gráficos basta citar ttres precedentes 
jurisprudenciales emitidos ppor la Sala Penal de Apelaciones de la 
Corte Superior de Lima. Así en la resolución de fecha 01 de junio de 
1998, por la cual se declara fundada la cuestión previa deducida (como 
se citó en Salinas, 2013) afirman “que, la omision de asietencia familiar 
prevista y penada en el articulo ciento cuatenta y nueve del Código 
Penal se configura siempre qiue el agente desatendiendo una 
resolcuicón judicial no cumple con pagar las pensiones alimenticias, 
por consiguiente es necesario que, antes de proceder a la denuncia 
penal se acredite la noitificación con el apercibimiento expreso de 
acudir a la vía penal, pués este heche acreditará su renuncia 
consciente de cumplir con sus obligaciones alimentarias, situación que 
no se produce en el caso matetia de autos”. 
Tambien en la resolución de fecha 18 de noviembre de 1998, 
configurando auto de no a lugar a instrucción (como se citó en Salinas, 
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2013) señalan “que de lo actuado en este proceso de alimentosse 
advierte que al denunciado se le sigue el juicio en rebeldia, no 
pareciendo actuado alguno con la que podamos establecer que aquel 
hubiese apersonado señalando domicilio procesal, que en 
consecuencia no habiendose acreditado a plenitudhabersele notificado 
con arreglo a ley con la resolución de fojas veintiuno, la venida en 
grado se encuentra arreglada a ley”.   
Finalmente se tiene la Resolución Superior del 21 de setiembre 
2000, por la cual revocando la resolución recurrida y reformandola 
declaró fundada la cuestión previa deducida en el procesado. (como se 
citó en Salinas, 2013) afirma: Aquí se expresa: “que, reiterada 
ejecutoria inciden en que previamente a la formalización de la denuncia 
penal por delito de omisión de asistencia familiar, se debe verificar que 
el demandado fue debidamente notificado de las resoluciones que lo 
requeria para que cumpla con sus obligaciones, bajo apercibimiento de 
ser denunciado penalmente (…) que, en consecuencia, del estudio de 
autos se advierte que el procesado vario su domicilio legal en el pasaje 
ciento diez – Barranco, tal como puede apreciarse a fojas (…); por lo 
que, al haberse notificado en domicilio diferente al anotado (…) se 
infiere que el procesado no ha tomado conocimiento efectivo del 
requerimiento anotado, lo cual importa la no concurrencia de uno de los 
requisitos de procedibilidad de la presente acción penal”.     
Exp. N° 5458-97 (como se citó en Salinas, 2013) refiere: 
Asimismo no se configura el delito de omisión de asistencia familiar si 
la resolución judicial que ordenaba el pago de una pensión alimenticia 
mensual fue revocada o dejada sin efecto. Así nuestra Corte, por 
Ejecutiva Suprema del 30 de enero de 1998, ha establecido el siguiente 
precedente jurisprudencial: “que en efecto, mediante resolución que en 
fotocopia corre a fojas setenta y siete, la sala Civil de la Corte Suprema 
de Piura revoco la sentencia de Primera Instancia que disponia que los 
procesados abonen una pensión alimenticia, en favor de la menor 
agraviada; que, consecuentemente al no subsistir mandato judicial que 
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obligue al pago de dicho concepto a los acusados, no habrian incurrido 
en la comisión del delito instruido siendo del caso absolverlos (…)”. 
La renuncia del pago a la pensión devengada (aquellas que 
tomando como referencia la pensión definitiva se genera desde el 
momento de la notificación de la demanda al obligado hasta que incia 
su pago), claro esta que ello no es elemento constitutivo del delito. 
Siendo así que la interpretación mas acertada del tipo penal refiere que 
solo aparecen como presupuestos indispensables del presente delito la 
omisión o renuencia a cumplir lo ordenado en una sentencia o 
resolución de asignación provisional de alimentos. Resolución 
mediante la cual se requiere que el obligado cumpla con pagar las 
pensiones devengadas queda excluida como elemento del delito. En 
todo caso podria constituirse como una prueba con eficacia positiva 
para evidenciar que aquel esta incurso en el delito de omisión de 
aistencia familiar, o en todo caso, la renuencia al pago de los 
devengados puede constituir un elemento a tomar en cuenta para el 
momento de individualizar la pena e imponerle de ser el caso el 
maxímo. En ese sentido no se configura el delito cuando el obligado 
pese a ser renuente al pago de las pensiones devengadas viene 
cumpliendo con pagar su pensión alimenticia mensual conforme ordena 
la sentencia en el proceso respecto a alimentos. Lo que implica que 
tener una postura contraria, sería una forma de dar espacio para el 
resurgimiento de la figura ya dejada de lado, como es la “prisión por 
deudas”, lo que ya no cabe en estos tiempos. 
En conclusión será autor del delito de omisión de asistencia 
familiar aquella persona que luego de haber sido notificado respecto 
una asignación provisional o sentencia por la cual se le obliga a pagar 
determinada suma de dinero por concepto de pensión alimenticia y no 
lo hace. En ese caso, no cometera delito si luego de notificado con la 
resolución de asignación provisional o sentencia, éste cumple a 




Por otro lado las pensiones devengadas, al constituirse 
automaticamente en una deuda, en aplicaión correcta en nuestro 
sistema jurídico imperante de manera eficaz y positiva debe hacerse 
efectiva en el mismo proceso civil, para ello haciendo uso de la 
institución del embargo, que se encuentra regulado en el artículo 642° y 
siguientes del Código Procesal Civil. Lo que implica que nada justifica 
que se utilice el derecho positivo para cobrar pensiones que se dejaron 
de pagar cuando el obligado cumple sagradamente la resolución final 
del proceso de alimentos. Asimismo no debemos olvidarnos que el 
derecho penal es un medio de control social de última ratio, a la misma 
que debemos recurrir cuando los otros mecanismos de control han 
fracasado. (Salinas, 2013, p.458).    
 
2.1 Bien jurídico protegido. 
 
Normalmente se cree que el ilícito penal de omisión de asistencia 
familiar protege a la familia. Creencia desde todo punto de vista 
discutible, ya que en muchos casos antes que la conducta del agente 
se torne delictiva, la familia ya está seriamente lesionado, si no está 
disuelta, situación que no corresponde resolver al derecho penal. Pues 
bien el bien jurídico que se pretende tutelar al tipificar este ilícito, es el 
deber de asistencia, auxilio o socorro que requieren los miembros de la 
familia entre sí. Este deber se debe entender como una obligación que 
tiene que cumplir con los requerimientos económicos sirvan para 
satisfacer las necesidades básicas de supervivencia de determinados 
miembros de la familia. (Salinas, 2013, p.458).   
Bramont Arias Torres y García cantizano, citando a Muñoz 
Conde, Bustos ramirez, Cabo del Rosal y Soler, (como se citó en 
Salinas, 2013) afirman: que el bien jurídico que se protege es la familia, 
pero no toda la familia, sino especificamente deberes de tipo 
asistencial, donde prevalece aún más la idea de seguridad de las 
personas afectadas que la propia concepción de la familia. 
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Exp. 2612-00, (como se citó en Salinas, 2013) este aspecto lo 
tiene claro la jurisprudencia. Así en la Ejecutoria Suprema del 27 de 
setiembre del 2000 se establece que: “el bien jurídico protegido es la 
familia y especificamente los deberes de tipo asistencial, como 
obligación de los padres con sus ascendientes, de acuerdo a lo 
previsto en el artículo noventa y tres del Código de los Niños y 
Adolescentes”. 
 
     2.2 Sujeto activo. 
 
El agente de la conducta delictiva puede ser cualquier persona 
que tenga obligación de prestar una pensión alimenticia fijada 
previamente por resolución judicial. Por lo tanto se convierte en un 
delito especial, pues nadie que no tenga obligación de prestar 
alimentos como consecuencia de una resolución judicial consentida, 
puede ser sujeto activo. En caso de que no exista resolución judicial 
previa no hay delito. 
El agente de este delito tiene relación de parentesco con el 
agraviado, pues bien el sujeto activo puede ser, el abuelo, el padre, el 
hijo, el hermano, el tío, respecto de la víctima, del mismo modo puede 
ser el cónyuge respecto el otro, o finalmente cualquier persona que 
tenga la calidad de ejercer por mandato legal, la función de tutela, 
curatela o custodia, pero con la condición siempre de estar obligado a 
pasar pensión alimenticia en mérito de una resolución judicial. (Salinas, 
2013, p.459). 
 
2.3 Sujeto pasivo. 
 
También denominado víctima o agraviado de la conducta punible, 
que viene a ser beneficiario de la pensión alimenticia, dispuesta así 
mediante resolución judicial. Claro está que para ello no importa la 
edad cronológica para efectos del perfeccionamiento del delito, 
pudiendo ser éste mayor o menor de edad. Lo que importa es que 
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aparezca en la resolución judicial como beneficiario a recibir una 
pensión por parte del obligado, para constituirse de manera automática 
en agraviado ante la omisión dolosa por parte del imputado. 
Del mismo modo el sujeto activo, también puede ser sujeto pasivo 
el abuelo, el padre, la madre, el hermano, el tío respecto del obligado, 
asimismo el cónyuge respecto del otro y finalmente cualquiera que se 
encuentre amparada por la tutela, curatela o custodia. (Salinas, 2013, 
p.459). 
 
2.4 Delito de omisión propia. 
 
Revisado el Código Penal se encuentran tipos penales que 
describen conductas positivas, denominados como (comisión), donde 
el agente debe hacer algo. Sin embargo el legislador ha previsto actos 
negativos, denominados como (omisiones), donde el agente debe de 
dejar de hacer algo para cumplir las exigencias del tipo y de esta forma 
lesionar una norma preceptiva que le obliga a ejecutar algo, como se 
encuentra prevista en el artículo 13 del Código Penal, lo usual es que la 
conducta de omisión y comisión, el autor de la misma o agente siempre 
tenga el control o dominio de la causa del resultado dañoso.    
 
Es por ello que la omisión de la conducta desplegada, usualmente 
se le vincula un resultado socialmente dañino, empero la sanción al 
agente no depende de la producción de dicho resultado, sino más bien 
de la simple constatación de la “no realización de la acción legalmente 
ordenada”. Por lo que es importante considerar en los delitos de 
omisión, el agente se encuentra en condiciones de accionar, en 
consecuencia tiene la posibilidad de evitar dicha omisión.   
 
Por tanto la responsabilidad del agente respecto una conducta 
omisíva se resolverá aplicando la teoría denominada “la acción 
esperada”, de donde se deduce la responsabilidad del autor por omitir 
la no realización de “algo exigido”. Por lo expresado podemos concluir, 
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que el delito de omisión de asistencia familiar, se constituye en un 
ejemplo representativo de los delitos de omisión propia, donde el 
agente omite cumplir sus deberes legales de asistencia alimenticia, 
pese a que existe una resolución judicial que así lo ordena. El autor 
omite realizar lo que se le exige a través de una orden judicial, es decir 
prestar los alimentos al agraviado. (Salinas, 2013, p.460).   
   
Bramont Arias Torres y García Cantizano,  (como se citó en 
Salinas, 2013) refiere: es un delito de omisión propia, donde la norma 
de mandato implica la obligación que pesa sobre el sujeto activo de 
cumplir con sus deberes legales de asistencia. 
Exp. N° 7304-97 de este modo lo tiene aceptado nuestra 
Suprema Corte. En efecto, en la Ejecutoria Suprema del 12 de enero 
de 1998. Reproduciendo, incluso, lo esgrimido por los autores citados, 
nuestro máximo Tribunal sostiene: “que, el comportamiento del sujeto 
activo en este tipo de delito consiste en omitir el cumplimiento de la 
prestación de alimentos establecida por una resolución judicial, siendo 
un delito de omisión propia donde la norma de mandato consiste en la 
obligación que pesa sobre el sujeto activo de cumplir con sus deberes 
legales de asistencia”. 
 
2.5 Delito permanente. 
 
Roy Freyre (como se citó en Salinas, 2013) se tiene delito 
permanente cuando la acción antijurídica y el efecto necesario para su 
consumación se mantienen en el tiempo sin intervalo por la voluntad 
del agente. Donde éste tiene el dominio de la permanencia. Cada 
momento de su duración se reputa como una prórroga del estado de 
consumación. La prolongación de la conducta antijurídica y su efecto 
consiguiente viene a determinar el tiempo que dura la consumación. La 
finalización de este dinamismo prorrogado puede producirse ya sea por 
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voluntad del agente o por causas extrañas como por intervención de la 
autoridad. 
(Villa Stein, 2001) Refiere que el delito de omisión de asistencia 
familiar constituye un delito permanente, por cuanto la omisión de 
cumplir con la resolución judicial, es la que obliga a cumplir con la 
pensión alimenticia mensual y por adelantado, se produce y permanece 
en el tiempo, vale decir si intervalo, siendo que dicho estado de 
pemanencia termina cuando el obligado, quien tiene el dominio de 
permanencia, de manera voluntaria decide acatar la orden judicial que 
de manera coactiva le obliga a cumplir su deber asistencial. Sin 
embargo claro está que el delito se ha perfeccionado. Asimismo el cese 
de la permanencia tendra efectos para el plazo de la prescripción, que 
se encuentra prevista en el inciso 4 del artículo 82 de la norma, que 
refiere comienza a partir del día en que se ceso la permanencia.   
De igual forma somos de la opinión de que el delito de omisión de 
asistencia familiar viene a ser un delito permanente, toda vez que la 
resolución judicial obliga al agente a cumplir la omisión de pasar 
pensión alimenticia de manera mensual y por adelantado,. Por tanto 
ello implica desde ya permanece en el tiempo, sin ningún tipo de 
intervalo, por lo que este estado recién concluye cuando el obligado 
que tiene el dominio de dicha permanencia, decide de manera 
voluntaria o por intervención de la autoridad judicial acatar y cumplir su 
deber asistencial.  
Exp. N° 1202-98, en Prado Saldarriaga (como se citó en Salinas, 
2013) en tal sentido se pronunció la sala de Apelaciones d la Corte 
Superior de Lima, por Resolución del 1 de julio de 1998, en la que se 
afirma: “Que, en los delitos de Omisión de Asistencia Familiar, el bien 
jurídico protegido es la familia, específicamente los deberes de tipo 
asistencial, prevaleciendo la seguridad de las personas afectadas por el 
incumplimiento de las obligaciones alimentarias, cuyo normal desarrollo 
psicofísico es puesto en peligro, por lo que es un delito de omisión y de 
naturaleza permanente, cuyos efectos dura mientras exista la situación 
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de inasistencia, esto es, mientras el agente no cumple con la obligación 
alimentaria el delito subsiste”. 
Válidamente el profesor Roy Freyre (como se citó en Salinas, 
2013) afirma: que casi todos los delitos de omisión propia son de 
carácter permanente, cuya permanencia recién desaparece en el 
momento de que por cualquier motivo, no exista más la posibilidad que 
el agente cumpla con el deber de prestación esperada, no cuando se 
decida de conformidad con su deber. 
Conclusiones de Plenos Jurisdiccionales 1998, (como se citó en 
Salinas, 2013) En esta misma línea doctrinal, 50 Vocales Superiores 
integrantes de la Sala especializada en lo Penal, con la presencia de 
algunos Vocales Supremos, en el Pleno Jurisdiccional Penal realizado 
en la ciudad de Ica, en noviembre de 1998, acordaron: “por 
unanimidad, declarar que solo debe estimarse el hecho como un delito 
permanente, si, producida la consumación, ésta se mantiene en el 
tiempo durante un periodo cuya duración esta puesta bajo la esfera del 
dominio del agente”.   
En este caso tomando en consideración las tendencias 
modernas del derecho penal, el Pleno Jurisdiccional adopto el concepto 
de delito permanente de acuerdo con la teoría del dominio de hecho. 
Por lo tanto insistimos, la prolongación de estado consumativo del 
delito ésta bajo el dominio o esfera del agente, vale decir el autor tiene 
todas las posibilidades de poner fin a la permanencia. De éste depende 
que la permanencia continúe o se ponga fin al mismo. Así tenemos 
doctrinariamente como ejemplo del delito permanente (delito de 
secuestro).    
Sin embargo pese a tener claro el concepto de delito permanente, 
el Pleno Jurisdiccional antes indicado, incurrió en un despropósito, al 
acordar por mayoría que: “Los delitos de resistencia a la autoridad y los 
delitos de omisión de asistencia familiar deben ser reputados como 
instantáneos de efectos permanentes”. 
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Cuyo acuerdo confunde los conceptos, originando la resolución de 
resoluciones judiciales que lesionan el valor de justicia, ya que los 
procesos judiciales de asistencia familiar iniciados, están finalizando 
con la declaración de la prescripción de la acción penal, sin que el 
obligado haya cumplido realmente con su obligación alimenticia, 
vulnerando claramente los derechos de los agraviados. 
Exp. 2414-2000, (como se citó en Salinas, 2013) en efecto 
actualmente la Jurisprudencia Peruana es común verificar el siguiente 
razonamiento: “a efecto de establecer la naturaleza del delito en cuanto 
al aspecto consumativo, debe tenerse en cuenta la concepción del 
verbo rector omitir, de lo que se colige que nos encontramos frente a 
un delito de consumación instantánea, toda vez que la acción omisíva 
también ostenta dicho carácter, máxime si en el tipo penal anotado, no 
se describe ninguna acción complementaria al verbo citado que 
implique la permanencia de la conducta, como en el delito de extorsión 
por ejemplo (uno de los supuestos previstos en el artículo doscientos 
del Código penal consistente en mantener de rehén a una persona); 
que, desde el momento consumativo del delito, a la fecha, al haber 
transcurrido más de cinco años, la acción penal que genero la conducta 
omisíva incriminada al encausado,. Se ha visto afectada 
extintivamente, pues según la pena máxima de  tres años prevista en el 
numeral citado, concordantes con el artículo ochenta y ochenta y tres 
del Código Penal, la vigencia de la acción penal quedo limitada al plazo 
de cuatro años y seis meses, situación fáctica de la que emerge el 
imperativo de amparar la excepción de prescripción de acorde a lo 
establecido en el último párrafo del artículo quinto del Código de 
Procedimientos Penales”  
Bramont y García, (como se citó en Salinas, 2013) afirman: no 
constituyen un delito continuado, como afirman algunos tratadistas, 
puesto que ello aparece cuando varias violaciones de la misma ley 
penal son cometidas en el momento de la acción o momentos diversos 
con actos ejecutivos de una misma resolución criminal (artículo 49 del 
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C.P.). Es decir de manera concreta, el delito es continuado, cuando el 
hecho consiste en varias infracciones  a la ley que responden a una 
única resolución criminal fraccionada en su realización o ejecución.  
Conclusiones de Plenos jurisdiccionales de 1998, (como se citó 
en Salinas, 2013) Situación que no se evidencia en el delito de omisión 
de asistencia familiar  desde que el estado de consumación en ningún 
momento se fracciona.  
El delito continuado se caracteriza porque cada una de las 
acciones de lo que constituyen representa, ya de por sí un delito 
consumado o intentado, pero todas ellas se valoran juntas como un 
solo delito. Así tenemos el ejemplo: el cajero de un establecimiento 
comercial que durante largo tiempo se apodera diariamente de una 
pequeña cantidad de dinero, no comete cientos de hurtos, aunque cada 
acto aislado por el realizado sea un hurto, sino un solo delito 
continuado del hurto por el importe total.  
 
2.6 Circunstancias agravantes. 
 
 En los últimos párrafos del tipo penal del artículo 149 del Código Penal, 
se prevén las circunstancias que agravan la responsabilidad penal del 
sujeto activo, por lo tanto agravan la pena, así tenemos:   
a) Simular otra obligación de alimentos.- esta agravante se 
configura cuando el obligado de prestar la pensión alimenticia, en 
connivencia de una tercera persona, inicia un proceso de alimentos 
simulado o aparente con la única finalidad de disminuir el monto de 
su ingreso mensual disponible y, de ese modo, hacer que el monto 
de la pensión sea mínimo en perjuicio del real beneficiario. La 
simulación puede ser antes que el real beneficiario inicie su 
proceso sobre alimentos, o este en trámite tal proceso, o cuando 




b)  Renuncia maliciosa al trabajo.- Ocurre cuando el obligado con la 
única finalidad perversa de no tener un ingreso mensual y, de ese 
modo, hacer imposible el cumplimiento de la resolución judicial, 
renuncia al trabajo permanente que se le conocía. Puede tomar tal 
actitud en pleno trámite del proceso de alimentos, o aquel haya 
concluido y que se presente ante la autoridad jurisdiccional como 
insolvente y solicite una disminución de pensión. 
c)  Abandono malicioso de trabajo.- Igual que en la anterior 
hipótesis, se evidencia cuando el obligado, en forma maliciosa y 
perversa con la única finalidad de presentarse como insolvente en 
perjuicio del beneficiario, abandona su centro de trabajo, originando 
que sea despedido y de esa manera no tener un ingreso para un 
cálculo real del monto de la pensión alimenticia a que está 
obligado. 
d) Lesión grave previsible.- Se evidencia esta circunstancia 
agravante cuando el obligado con su conducta omisíva de prestar 
auxilio alimenticio al beneficiario, origina o genera una lesión grave 
en el sujeto menticio o sujeto pasivo, la misma que para atribuírsele 
al agente o sujeto activo, debe ser previsible. Si llegase a 
determinarse que aquella lesión era imposible de prever, no 
aparecerá la circunstancia agravante.  
 
e) Muerte previsible del sujeto pasivo.- Se da esta circunstancia 
cuando el agente o sujeto activo, con la conducta omisíva a cumplir o 
acatar con la pensión alimenticia en favor del beneficiario, ocasiona u 
origina de forma previsible la muerte de éste. Caso contrario, si se 
determinase que la muerte del sujeto pasivo no fue previsible, es 
obvio que no puede atribuírsele al obligado renuente. Así por ejemplo 
cuando el obligado omite pasar pensión alimenticia a su cónyuge que 
sabe que se encuentra sola, enferma e incapaz de trabajar o de 
procurarse su sustento, ocasionando su muerte por inanición. Ocurre 
incluso la agravante, cuando el agente de la conducta omisíva es 
renuente a pasar los alimentos a la mujer que sabe que embarazó y 
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consecuencia de ello origina la interrupción de dicho embarazo. 
(Salinas, 2013, p.464). 
 
3. Tipicidad Subjetiva. 
  
   Exp. 2241-2000, en Vargas Rojas (como se citó en Salinas, 
2013) El tipo penal exige la presencia del elemento subjetivo dolo para la 
configuración del conflicto penal. No es posible la configuración por 
imprudencia o culpa. Siendo así que el autor debe tener pleno 
conocimiento respecto su obligación alimentaria impuesta por medio de 
la resolución judicial firme y voluntariamente decide no cumplirla. De tal 
forma, la Resolución Superior del 21 de setiembre del 2000 expresa que: 
“el delito de omisión de asistencia familiar se produce, cuando el 
infractor incurre en la conducta descrita en el artículo  ciento cuarenta y 
nueve del Código Penal, mediante dolo en su accionar, esto es con la 
conciencia y voluntad  de que se está incumpliendo una obligación 
alimenticia declarada judicialmente”.   
No habrá delito por falta de elemento subjetivo, cuando el obligado por 
desconocimiento de la resolución judicial que así lo ordena, no cumple 
en prestar la pensión alimenticia al beneficiario, o conociendo aquella 
resolución judicial le es imposible materialmente prestar los alimentos 
exigidos. De ningún modo podemos afirmar que un enfermo postrado en 
cama muchos meses ha cometido el delito de omisión de asistencia 
familiar, al no acudir al beneficiario con la pensión a la que está obligado. 
Es posible que tenga toda la voluntad de cumplir con su obligación 
alimenticia, sin embargo su imposibilidad de generarse ingresos y no 
tener bienes que le generen renta, le imposibilita cumplir con lo 
ordenado. Por tanto el derecho penal no obliga a lo imposible, ni exige 
conductas heroicas de los ciudadanos.  
4. Antijuricidad. 
 
Salinas (2013) afirma: Luego de haberse verificado los elementos 
objetivos y subjetivos en la conducta de omisión de asistencia familiar, 
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corresponde al operador jurídico verificar si en dicha conducta concurre 
alguna causa de justificación de las previstas en el artículo 20 del Código 




      
Una vez verificado que en la conducta típica no concurre alguna 
causa de justificación, de inmediato el operador jurídico deberá de 
determinar si el autor es mayor de edad y no sufre de alguna anomalía 
psíquica que le haga inimputable. Si se tiene que éste el imputable, el 
operador jurídico analizará si al momento de omitir cumplir con 
obligación alimenticia dispuesta por resolución judicial, el autor actuó 
conociendo la antijuricidad de su comportamiento, vale decir que este 
sabía que la conducta desplegada era prohibida. 
Pero si se verificase que el agente actuó en la creencia que la 
conducta desplegada no estaba prohibida, es posible invocar un error de 
prohibición, así tenemos como ejemplo: se configura un error de 
prohibición cuando un padre religiosamente venía cumpliendo con pagar 
la pensión alimenticia ordenada por resolución judicial en favor de su 
hija, sin embargo al cumplir la alimentista sus 18 años de edad y seguir 
estudios universitarios, deja de cumplir la pensión, en la creencia de que 
su hija al ser mayor de edad ha desaparecido su obligación de prestarle 
asistencia alimenticia  
Distinto viene a ser cuando el agente actuó conociendo la 
antijuricidad de su conducta, donde el operador jurídico, le corresponde 
analizar si éste al momento de actuar pudo hacerlo de manera diferente 
a la de desplegar la conducta punible. Por otro lado se puede invocar un 
estado de necesidad exculpante. Ello se presentará cuando un padre por 
más que quiera cumplir con la obligación alimenticia en favor de sus 
hijos, no puede hacerlo debido a que a consecuencia de un accidente de 
tránsito quedo con invalidez permanente, lo cual le dificulta generarse 
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los recursos económicos, hasta para su propia subsistencia, en este 
supuesto, de ninguna manera significa que los alimentistas quedan 
desamparados, ya que la ley extrapenal ha previsto otros obligados. 
(Salinas, 2013, p.466).    
 
6. Consumación y tentativa. 
 
Respecto este aspecto podemos apreciar que existe una clara 
confución respecto los entendidos en esta materia, por cuanto Bramont 
Arias Torres, García Cartizano y Villa Stein (como se citó en Salinas, 
2013) sostienen que el delito se consuma en el momento de vencerse el 
plazo de requerimiento que fuera formulado al sujeto activo, bajo 
apercibimiento. 
   
Por otro lado apelando al Código Penal Alemán (como se citó en 
Salinas, 2013) y para salir de la confusión, creemos que en primer 
término debemos distinguir entre consumación de un hecho punible y 
acción penal. Ya que se tiene que la consumación de da: cuando el 
sujeto activo da cumplimiento a todos los elementos objetivos y 
subjetivos que exige el tipo penal respectivo. Por otro lado consideramos 
que la acción penal es la potestad o facultad que tiene el estado de 
poner en marcha la maquinaria de la administración de justicia, para 
sancionar a aquellos ciudadanos que vulneran o pone en peligro un bien 
jurídico debidamente protegido.        
El delito de omisión de asistencia familiar se perfecciona o 
consuma, cuando el sujeto activo teniendo pleno conocimiento de la 
resolución judicial que le ordena cumplir con la asistencia alimenticia 
mensual al beneficiario, éste dolosamente omite en cumplir dicho 
mandato. En ese entender basta que se constate que el obligado no 
cumple con la resolución judicial antes indicada, entonces el delito se 
habrá consumado, es decir no necesita acreditar la concurrencia de 
algún peligro como resultado de la omisión.   
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Distinto es cuando el requerimiento deba hacerse al obligado con 
la finalidad de que cumpla con lo ordenado por resolución judicial. Lo 
cual es simplemente una formalidad que exige y debe cumplirse para 
hacer viable la acción penal respecto éste delito. El requerimiento que se 
hace al obligado para que cumpla con lo ordenado en la resolución 
judicial, bajo apercibimiento de ser denunciado penalmente, lo que se 
constituye en un requisito de procedibilidad.  
De no existir tal requerimiento es imposible formalizar 
positivamente la acción penal, pese a que el hecho punible aparece 
debidamente consumado. Es decir sin el requerimiento previo no 
prospera  la acción penal respecto el delito de omisión de asistencia 
familiar. Al respecto si bien es cierto que no hay una norma positiva que 
así lo exija, ha sido establecida por las reiteradas jurisprudencias, 
conforme se ha establecido al analizar la tipicidad objetiva.  
Con relación a la categoría de tentativa, se tiene unanimidad en la 
doctrina que considera que es imposible su verificación en la realidad, 




Luego del debido proceso el agente activo de la conducta prevista 
en el artículo 149° del C.P. vigente (Editores, 2017) El que omite cumplir 
su obligación de prestar alimentos que establece una resolución judicial 
será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres, o con 
prestación de servicio comunitario de veinte a cincuenta jornadas, sin 
perjuicio de cumplir el mandato judicial. 
Si el agente ha simulado otra obligación de alimentos en connivencia 
con otra persona o renuncia o abandona maliciosamente su trabajo la 
pena será no menor de uno  ni mayor de cuatro años. 
Si resulta lesión grave o muerte y estas pudieron ser previstas, la pena 
será no menor de dos ni mayor de cuatro años en caso de lesión grave, 





PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN EL DELITO DE OMISIÓN DE ASISTENCIA 
FAMILIAR 
 
1.3.5.14 Protocolo de aplicación del principio de oportunidad 
 
   Según (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2014) afirman: 
El Fiscal de oficio emite una disposición promoviendo la probable 
aplicación del Principio de Oportunidad, citando al imputado a fin de que 
manifieste su consentimiento (personalmente o por escrito en forma 
legalizada), al respecto, en el plazo de diez días calendario a partir de la 
expedición de dicha disposición. 
En caso el imputado no concurra personalmente al despacho fiscal, 
o no manifieste por escrito su consentimiento, se continuara con la 
investigación. 
Si el imputado manifiesta su conformidad, el Fiscal en el plazo de 48 
horas procederá a citar a la Audiencia Única del Principio de 
Oportunidad, la misma que deberá llevarse a cabo dentro de los 10 días 
calendarios siguientes a la citación. 
El Fiscal deberá citar al imputado, al agraviado y al tercero civil si lo 
hubiera. 
Si una o todas las partes no concurren, el fiscal dejara constancia en el 
acta respectiva, señalando en ese momento fecha para una segunda y 
 última citación, la que no podrá exceder de 10 días calendario.  
Si en la segunda citación inasistiere el agraviado, el Fiscal podrá 
determinar razonablemente el monto de la reparación civil que 
corresponda. 
Si no asistiera ninguna de las partes, el Fiscal podrá disponer la 
continuación de la investigación. 
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En caso las partes asistan a la audiencia única y el agraviado (a) 
manifieste su conformidad, el fiscal procurara que las partes se pongan 
de acuerdo respecto el monto de la reparación civil, forma de pago, 
plazo, el o los obligados, y cualquier tipo de compensación, si 
correspondiera y así se acordara. 
En caso las partes arriben a un acuerdo, el Fiscal emitirá una 
disposición fiscal continuando con el trámite de aplicación del principio 
de oportunidad, indicando el monto de la reparación civil, la forma, el 
plazo de pago, el o los obligados. 
Cuando el agraviado presente en la audiencia no estuviere 
conforme con la aplicación del principio de oportunidad o no hubiere 
asistido a la misma, el Fiscal podrá continuar con el trámite iniciado, 
estableciendo el monto de la reparación civil, la forma, el plazo, y el o los 
obligados, elevando en consulta los actuados a la fiscalía Superior Penal 
de turno; o, si lo considera dar por concluido el trámite. En este último 
caso continuara con la investigación. 
En caso del agraviado o el imputado no estuvieren conformes con el 
monto de la reparación civil o el plazo para su pago, el Fiscal podrá 
establecerlos. Para tal efecto, cualquiera de las personas podrá 
interponer el recurso de apelación contra el extremo objeto de 
desacuerdo.  
No será necesario la referida audiencia si el imputado, el agraviado y 
el tercero civil de ser el caso, llegan a un acuerdo y este consta de un 
instrumento público o documento privado legalizado notarialmente. 
El plazo de pago de la reparación civil no podrá exceder de los 
nueve meses. 
Si el o los obligados no cumpliesen con el pago íntegro de la 




En caso el pago de la reparación civil ha sido establecido en cuotas, 
ante el incumplimiento de una de estas se requerirá al imputado el 
cumplimiento de su obligación, bajo apercibimiento de dar por concluido 
el trámite y disponer lo conveniente. 
Satisfecha la reparación civil, el Fiscal expedirá la disposición fiscal 
de abstención del ejercicio de la acción penal, esta disposición impide, 
bajo sanción de nulidad, que otro fiscal pueda promover u ordenar que 
se promueva acción penal por una denuncia que contenga los mismos 
hechos.  
Si el Fiscal considera imprescindible para suprimir el interés público 
en la persecución, sin oponerse a la gravedad de la responsabilidad, 
imponer adicionalmente el pago de un importe a favor de una institución 
de interés social o del Estado y la aplicación de las reglas de conducta 
previstas en el artículo 64 del Código Penal solicitara la aprobación de la 
abstención al Juez de la Investigación Preparatoria, el que resolverá 
previa audiencia de los interesados. (Art.2°.5 CPP.). 
Si la acción hubiera sido promovida, el Juez de la Investigación 
Preparatoria, previa audiencia, podrá a petición del Ministerio Público, 
con la aprobación del imputado y citación del agraviado, dictar Auto de 
Sobreseimiento con o sin las reglas fijadas en el numeral 5) hasta antes 
de formularse la acusación. Esta resolución no será impugnable, salvo 
en cuanto al monto de la reparación civil, si esta es fijada por el Juez 
ante la inexistencia de acuerdo entre el imputado y la víctima, o respecto 
a las reglas impuestas si estas son desproporcionadas y afectan 
irrazonablemente la condición jurídica del imputado.  
Si la acción hubiera sido promovida, el Juez de la investigación 
preparatoria, previa audiencia, podrá a petición del Ministerio Público, 
con la aprobación del imputado y citación del agraviado, dictar auto de 
sobreseimiento con o sin las reglas fijadas en el numeral 5) hasta antes 
de formularse la acusación. Ésta resolución no será impugnable, salvo 
en cuanto al monto de la reparación civil, si esta es fijada por el Juez 
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ante la inexistencia de acuerdo entre imputado y la víctima, o respecto a 
las reglas impuestas si estas son desproporcionadas y afectan 
irrazonablemente la condición jurídica del imputado.  
1.3.5.15 Doctrina de protección integral al niño 
 
  El concepto de protección comprende no solo las acciones para 
evitar cualquier perjuicio sobre el desarrollo del niño y del adolescente, 
sino también, la adopción de medidas que permitan su crecimiento como 
personas y ciudadanos. De esta forma, en materia de infancia se debe 
entender por protección el conjunto de medidas de amplio espectro que 
recaen sobre la persona humana, dotada de personalidad propia y 
potencial, que por razón de su edad o por circunstancias particulares, 
requiere de la ampliación de medidas generales o especiales, que 
garanticen el logro de su potencialidad vital y la consolidación de las 
circunstancias mínimas para la construcción de su personalidad, a partir 
del conocimiento del otro y de la necesidad de alcanzar la realización 
propia. 
 
1.3.5.16  Principio de interés superior del niño 
 
Según Gaceta Jurídica (GACJUR, 2018) El principio superior del 
niño debe ser interpretado en el sentido de que la finalidad del sistema 
es la plena satisfacción de sus derechos. El contenido del principio, son 
los propios derechos; intereses y derechos, en este caso, se identifican. 
Todo interés superior pasa a estar mediado por referirse estrictamente a 
lo “declarado derecho”, por su parte, solo lo que es considerado derecho 
puede ser “interés superior”. Una vez reconocido un amplio catálogo de 
derechos, no es posible seguir sosteniendo una noción vaga del interés 
superior del niño. 
El Tribunal Constitucional ya ha tenido oportunidad de 
pronunciarse sobre la protección integral del niño, mediante una lectura 
prospectiva del artículo 4 de la Constitución. Así, ha referido que la tutela 
permanente que con esta disposición se reconoce tiene una base justa 
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en la que se ha señalado como interés superior del niño y del 
adolescente, doctrina que se ha admitido en el ámbito jurídico como 
parte del bloque de constitucionalidad del mencionado artículo 4, a 
través del artículo IX del Título Preliminar del Código del Niño y 
Adolescente y, en el espectro internacional, gracias al principio 2 de la 
Declaración de los Derechos del Niño y el artículo 3, inciso 1, de la 
Convención sobre los derechos del Niño. 
 
1.4 Formulación del problema 
 
1.4.1 Problema General 
  
¿La aplicación del principio de oportunidad es la solución del conflicto penal 
en el delito de omisión de asistencia familiar de padres a hijos, en la Fiscalía 
Penal Corporativa de Cusco 2017? 
 
1.4.2 Problemas específicos 
 
 ¿En qué medida la aplicación del principio de oportunidad cumple con el 
principio de celeridad en el delito de omisión de asistencia familiar? 
 
  ¿Cuáles son los efectos del principio de oportunidad en el delito de 
omisión de asistencia familiar? 
 
 ¿En qué medida la aplicación del principio de oportunidad reduce la 
economía procesal en el delito de omisión de asistencia familiar de 
padres a hijos? 
 
 ¿El delito de omisión de asistencia familiar es considerado un delito de 
bagatela? 
 








Es conveniente efectuar esta investigación, por ser una problemática 
que afecta no solo a la administración de justicia sino a las familias 
peruanas, en cuanto a la relación entre padres e hijos, ya que la 
administración de justicia en los delitos de omisión de asistencia familiar 
deben ser los más céleres  posible, toda vez que se estaría afectado al 
interés superior del niño, asimismo son procesos donde se evalúa la 
inmediatez y la urgencia ya que son alimentos liquidados, que un padre 
debiera pagar a sus hijos. 
 
Asimismo es conveniente saber cómo ha evolucionado el principio de 
oportunidad y como se ha ido desarrollando en el Distrito Fiscal del 
Cusco, por lo que amerita interés por los jueces, legisladores y 
abogados libres. 
 
b) Relevancia social 
 
Tiene relevancia de carácter social porque afecta a las relaciones 
interpersonales entre miembros de una familia, especialmente los 
derechos de los  hijos. Asimismo el tipo penal del artículo 149° del C.P. 
tiene como objeto la integridad y bienestar de la familia, cuando el sujeto 
obligado no satisface por completo a los más elementales de sus 
miembros, es decir el deber de asistencia familiar. La ley exige que este 
incumplimiento este referido no solo a la falta de asistencia material o 
económica, sino también a los de carácter moral, como son las 
obligaciones de auxilio mutuo, educación, cuidado de la prole, entre 
otros. 
La ley exige que este incumplimiento esté referido no sólo a la falta 
de asistencia material o económica, sino también a la de carácter moral, 
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como son las obligaciones de auxilio mutuo, educación, cuidado de la 
prole, etc.  
c) Implicaciones prácticas 
 
Lo que se pretende buscar con la presente investigación, es demostrar 
la influencia del principio de oportunidad en la solución del conflicto en 
los delitos de omisión de asistencia familiar de padres a hijos, en la 
Fiscalía Penal Corporativa de Cusco 2017. 
 
d) Valor teórico 
 
Lo que se pretende es abordar de manera eficaz el principio de 
oportunidad y su aplicación para la solución del conflicto, asimismo de su 
aplicación en el delito de Omisión de Asistencia familiar en el distrito 
Fiscal del Cusco., con la finalidad de probar su aplicación, evolución 
durante los años 2013 al 2017 y sus efectos jurídicos. De tal forma 
comprender y facilitar dicha información para criterios pedagógicos, 
prácticos y unificar criterios jurisprudenciales. 
    
e) Utilidad Metodológica 
 
Considero que los resultados de la presente investigación pueden motivar 
y aportar mayor información para estudios jurídicos posteriores, los cuales 
pueden ser abordados desde diferentes puntos de vista que 
complementen la presente investigación.  
f) Viabilidad del estudio 
 
La presente tesis ha sido desarrollada teniendo como punto de flexión la 
recolección de un grupo de trabajos de investigación que guardan relación 
al tema que ha coadyuvado al mejor desempeño de conocimientos y 
solución de problemas planteados líneas arriba en pro de las hipótesis 




1.6  Hipótesis 
 
1.6.1 Hipótesis general 
 
La aplicación del principio de oportunidad soluciona de manera significativa 
el conflicto penal en el delito de omisión de asistencia familiar de padres a 
hijos, en la fiscalía penal corporativa de Cusco 2017. 
 
1.6.2 Hipótesis alterna 
 
 La aplicación del principio de oportunidad no soluciona de manera 
significativa el conflicto penal en el delito de omisión de asistencia familiar 
de padres a hijos, en la fiscalía penal corporativa de Cusco 2017. 
 
1.6.3  Hipótesis especificas 
 
 El principio de oportunidad cumple de manera eficaz con el principio de 
celeridad en el delito de omisión de asistencia familiar de padres a 
hijos. 
 
 Los efectos del principio de oportunidad son la solución en los delitos 
de omisión de asistencia familiar. 
 
 El principio de oportunidad reduce de manera eficaz la economía 
procesal en el delito de omisión de asistencia familiar. 
 









Determinar si la aplicación del principio de oportunidad es la solución 
del conflicto penal respecto a los delitos de omisión de asistencia 
familiar de padres a hijos, en la fiscalía penal corporativa de Cusco 
2017.  
 
1.7.2  Objetivos específicos 
 
 Determinar si la aplicación del principio de oportunidad cumple el 
principio de celeridad respecto en el delito de omisión de asistencia 
familiar de padres a hijos. 
 
  Analizar los efectos del principio de oportunidad en el delito de 
omisión de asistencia familiar. 
 
 Establecer si la aplicación del principio de oportunidad reduce la 
economía procesal en el delito de omisión de asistencia familiar de 
padres a hijos. 
 
 Analizar si el delito de omisión de asistencia familiar es considerado 






2.1  Diseño de investigación 
 
 
Enfoque de investigación 
 
Cuantitativo: Porque tiene como 
objetivo la medición estadística de las 
variables 
 
Diseño de investigación  
 
Análisis evolutivo de grupos: Puesto 
que permitirá verificar los cambios 
ocurridos en las variables dependientes 
(celeridad, simplicidad y descarga 
procesal de la omisión de asistencia 
familiar) en función a la actuación de la 
variable independiente (Principio de 
oportunidad). 
No experimental de corte 
longitudinal: Ya que el principio de 
oportunidad y el delito de omisión de se 
encuentra regulado en el Código Penal 
y Procesal Penal. Asimismo es de corte 
longitudinal porque en el transcurso de 
los años se ha observado cómo ha ido 
evolucionando mediante el número de 
casos y los datos proporcionados por el 
sistema de gestión fiscal. 



































- Duración del Proceso 
- Percepción de Justicia 
 - Percepción de certeza 
- Percepción de rapidez 
en la justicia 
- Percepción de calidad 
en la justicia 
- Número de actos 
procesales 
- Percepción de 
actuaciones procesales 
- Percepción de 



















- Núcleo Familiar 









- Derecho a la vida 
- Derecho a la 
dignidad humana 

















VARIABLE N° 01: PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD 
DEFINICION CONCEPTUAL DEFINICION OPERACIONAL DIMENSIONES INDICADORES 
 
PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD  
La definición del principio de oportunidad que 
más se amolda es la que ofrecen Gimeno 
Sendra y Claus Roxin. Así, el primero 
considera el principio de oportunidad como: 
facultad, que al titular de la acción penal 
asiste, para disponer, bajo determinadas 
condiciones, de su ejercicio con 
independencia de que se haya acreditado la 
existencia de un hecho punible contra un 
autor determinado. A su vez, Roxin da una 
definición que coincide en lo sustancial con la 
ofrecida con Gimeno Sendra “por Principio de 
Oportunidad debemos entender aquel que 
permite al fiscal elegir entre accionar o 
archivar cuando la investigación ha puesto de 
manifiesto que el acusado ha delinquido con 
una probabilidad tayana en la certeza”.  
Gimeno y Roxin (como se citón en Palacios y 
Monge, 2010).  
 
En forma amplia dice que por principio de 
oportunidad debe entenderse la contribución 
que tienen los órganos encargados de la 
promoción de la persecución penal, fundadas 
en razones diversas de política criminal y 
procesal, de no iniciar la acción pública, o de 
 
En esta definición Gimeno 
considera el principio de 
oportunidad como: 
facultad , disposición con 
la finalidad de archivar el 
caso y llegar a una 
solución eficaz y célere, 
económica, en delitos 
menores que no causan 
grave vulneración al 
interés público. 
 
Gimeno, Roxin y Cafferata 
(como se citón en Palacios 
y Monge, 2010). 
 
Eficacia Procesal: Señala que la duración 
del proceso no debe redundar en perjuicio 
del vencedor, por lo cual, la sentencia debe 
retrotraer sus efectos al momento en que 
se entabló la demanda. 
Nos referimos a éste término siempre que 
queremos explicar la “capacidad de lograr 
el efecto que se desea o se espera.  
Carnelutti (1996): El proceso, como 
método para la aplicación del derecho, 
debe tener una cualidad interior (justicia) y 






- Duración del Proceso 
- Percepción de Justicia 
 - Percepción de certeza 
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suspender provisionalmente la acción 
iniciada, o de limitarla en su extensión 
objetiva y subjetiva, o de hacerla cesar 
definitivamente antes de la sentencia, aun 
cuando concurran las condiciones ordinarias 
para “perseguir y castigar”.  
Cafferata (como se citó en Palacios y Monge, 
2010). 
- Celeridad Procesal: Juan MONROY (2010): 
“Este principio se presenta en forma 
diseminada a lo largo del proceso, por 
medio de normas impeditivas y 
sancionadoras a la dilación innecesaria, así 
como a través de mecanismos que 
permiten el avance del proceso con 
prescindencia de la actividad de las partes. 
El hecho transcendente e indiscutible es 
que una justicia tardía no es justicia. Para 
ratificar esta concepción, el sistema 
publicístico busca proveer a los 
justiciables, a través de las instituciones 
reguladas, de una justicia rápida. Si es 
buena o mala, esta calidad será 






- Percepción de rapidez 
de justicia 
- Percepción de calidad 
en la justicia 
 
 
Economía Procesal: Requiere que el 
proceso se desarrolle con el mayor ahorro 
de tiempo, energía y costo, de acuerdo a 
las circunstancias específicas de cada caso. 
Busca evitar que por actuaciones 
innecesarias se pretenda dilatar el proceso, 
ello teniendo en cuenta  una situación así, 
haría oneroso el acceso a la justicia e 
implicaría un excesivo esfuerzo por parte 
de los interesados para alcanzarla (TAREAS 
JURÍDICAS, 2015). 
 
- Número de actos 
procesales 
- Percepción de 
actuaciones procesales 
- Percepción de 





VARIABLE N° 02: OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR 
DEFINICION CONCEPTUAL DEFINICION OPERACIONAL DIMENSIONES INDICADORES 
 
El Código Civil peruano vigente 
(1991) en su artículo 
cuatrocientos setenta y dos, 
señala que la “asistencia familiar 
está relacionada con el concepto 
jurídico de los alimentos, 
entendiéndose como tal, a lo que 
es indispensable para el 
sustento, la habitación, vestido 
asistencia familiar, educación, 
capacitación para el trabajo, 
salud, recreación, según la 




Asistencia familiar contempla que: 
“las relaciones jurídicas creados a 
partir del matrimonio, adopción, 
concubinato o simplemente de la 
paternidad o maternidad, 
determina la existencia, fidelidad, 
hasta el llamado débito familiar, 
lo que implica un deber de 
asistencia familiar por la persona 
o personas encargadas de 
garantizar, de manera natural e 
inexcusable, el mantenimiento de 
las condiciones mínimas 
materiales del sustento y 
formación de los miembros de su 




La idea de núcleo familiar responde 
a una concepción moderna de la 
familia limitada a los vínculos de 
parentesco más estrechos 
(relaciones paternas/maternas y 
filiales). Las familias pueden ser de 
uno o varios núcleos, según el 




- Relaciones Paternas 
- Relaciones maternas 
- Relaciones Filiales 
 
Interés superior del Niño 
El interés superior del niño se define 
en relación con los demás principios 
generales de la Convención sobre los 
Derechos del Niño (CDN) tales como la 
no discriminación, el derecho a la vida, 
a la supervivencia y al desarrollo, así 
como el derecho del niño a ser 
escuchado. 
 
- Derechos del niño 
- Derecho a la vida 
- Derecho a la dignidad 
humana 














 En la presente investigación la población lo constituyen los casos del Delito de 
Omisión de Asistencia Familiar en los que se aplicó el Principio de 




Dada la naturaleza del presente estudio, utilizaremos una muestra de la 
resolución del número de casos en el transcurso del año 2013 al año 2017. 
 
Asimismo utilizaremos una muestra no probabilística en la que realizaremos 
entrevistas a 10 fiscales y 20 abogados litigantes.  
 




Para el presente estudio se utilizara la técnica: 
 a. Tabla de análisis de datos comparativos 
 b. Entrevista 
2.4.2 Instrumentos 
 
 Se utilizaran: 
 a. Fichas de trabajo 
 b. Guía de entrevista 
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2.5 Métodos de análisis de datos  
 
Según Hernández et al. (2014, p. 200): " La confiabilidad de un 
instrumento de medición se refiere al grado en que su aplicación repetida al 
mismo individuo u objeto produce resultados iguales”.  
El procedimiento para determinar la confiabilidad de instrumentos 
consiste en realizar una prueba piloto para determinar el grado de 
confiabilidad, de la siguiente manera:  
1. Seleccionar una muestra diferente, pero con características similares a 
la muestra de estudio. (Se recomienda que dicha muestra sea 10% al 15%).  
2. Aplicación del instrumento  
3. Recojo y tabulación de datos en Excel  
4. Determinación de la confiabilidad: (a) Para el caso de respuestas 
politómicas, la cual se adoptan más de dos valores y con escala de medición 
ordinal, sus resultados se llevarán al SPSS para determinar el Alfa de 




α: Alfa de Cronbach 
K: Número de ítem 
Si: Varianza del instrumentos 
St2: Varianza de la suma de los ítems 
  
 
Tabla 1 Niveles de confiabilidad 
Niveles de confiabilidad 
Valores Nivel 
De -1 a 0  






Nota: nivel de confiabilidad estará dada por los valores mencionados en, 
Hogan (2004). 
 
Tabla 2 Niveles de confiabilidad 
















El resultado 0,758 obtenido para la escala nos indica fuerte confiabilidad  
Para el procesamiento y análisis de datos se utilizó el software estadístico 
SPSS versión 21, con ello, se determinaron estadísticas como: la prueba no 
paramétrica coeficiente de correlación Rho de Spearman para evaluar la 
relación entre las variables de tipo cualitativas. Los resultados que se 
obtuvieron después del procesamiento estadístico de los datos se 
representaron mediante gráficos de columnas y tablas para facilitar su 
0.49  
De 0.50 a 
0.75  
De 0.76 a 
0.89  












interpretación, para la interpretación de los resultados obtenidos se realizó en 
base a la siguiente formula y tabla de valores. 





𝜌: Coeficiente de correlación. 
D: diferencia entre los correspondientes estadísticos de orden de x – y. 
N: Número de parejas de datos. 
 
Tabla 3 Valores de la correlación Rho de  
Valores de la correlación Rho de Spearman  
 
Puntuación Denominación del grado 
-0.91 a -
1.00 
Correlación negativa perfecta (a mayor X menor Y) 
-0.76 a -
0.90 
Correlacion negativa muy fuerte 
-0.51 a -
0.75 
Correlación negativa considerable 
-0.26 a -
0.50 
Correlacion negativa media 
-0.11 a -
0.25 
Correlacion negativa debil 
-0.01 a -
0.10 
Correlacion negativa muy debil 
0.00 No existe correlación alguna entre las Dimensións 
+0.01 a 
+0.10 
Correlacion positiva muy debil 
+0.11 a 
+0.25 
Correlacion positiva  debil 






Correlacion positiva considerable 
+0.76 a + 
0.90 
Correlacion positiva muy fuerte 
+0.91 a 
+1.00 
Correlacion positiva perfecta  (A mayor X mayor Y) 
Nota: Tomado de Hernández, Fernández y Baptista (2014, p. 305). Metodología de la 
investigación científica. 
 
2.6 Aspectos éticos 
 
Presentada la solicitud a la Presidencia de la Junta de Fiscales Superiores del 
distrito Fiscal del Cusco, a fin que me proporcionen los datos estadísticos 
sobre el Principio de oportunidad aplicado al delito de Omisión de Asistencia 
Familiar entre los años 2013 al 2017. Solicitud que fue aceptada, 
brindándonos la unidad de estadística de dicha institución los datos 
requeridos. Asimismo como parte de los criterios éticos se informará  a los 
fiscales y abogados sobre el propósito de la entrevista que se realizará para 















En el presente capítulo se presenta los resultados obtenidos luego de la 
aplicación y tabulación de los datos conseguidos al aplicar ambos instrumentos, 
en el caso de la primera variable denominada principio de oportunidad se empleó 
un instrumento de 13 ítems, distribuidos en tres dimensiones con sus respectivos 
indicadores. Por otro lado para la segunda variable llamada Omisión de 
asistencia, se utilizó un instrumento de 7 ítems, distribuidos en dos dimensiones. 
Los datos obtenidos fueron procesados, con el apoyo del software estadístico 
SPSS, versión 21.0 
3.1 Resultados descriptivos 
Resultados de la variable: Principio de oportunidad 
 
Tabla 1 
 Resultados de la Variable Principio de Oportunidad 
Principio de Oportunidad 
 Frecuencia Porcentaje 
 
Nunca 0 0,0% 
Casi nunca 0 0,0% 
Algunas veces 3 10,0% 
Casi siempre 23 76,7% 
Siempre 4 13,3% 




El 76.7% de la población encuestada entre fiscales y abogados respondió que 
casi siempre el principio de oportunidad es la solución eficaz para el conflicto 
penal en el delito de omisión de asistencia familiar. El 13,3 % respondió que 









La mayoría de los encuestados entre fiscales y abogados respondió que casi 
siempre el principio de oportunidad es la solución eficaz para el conflicto penal en 
el delito de omisión de asistencia familiar.  
 




 Resultados descriptivos de las dimensiones de la variable Principio de Oportunidad 
 Eficiencia procesal Legalidad Economía 
procesal 
 n % n %   
 
Nunca 0 0,0% 0 0,0% 0 0,0% 
Casi nunca 0 0,0% 0 0,0% 0 0,0% 




















Casi siempre 18 60,0% 20 66,7% 18 60,0% 
Siempre 4 13,3% 5 16,7% 6 20,0% 




De la presente tabla de análisis de datos estadísticos se interpreta que la 
percepción de eficiencia procesal en cuanto al principio de oportunidad es de casi 
siempre en un 60% y algunas veces 26.7%, asimismo el 13.3% respondió siempre. 
 
Asimismo se interpreta que la percepción del cumplimiento del principio de 
legalidad en cuanto al principio de oportunidad es de casi siempre en un 66.7% y 
algunas veces 16.7%, asimismo el 16.7% respondió siempre. 
 
De igual manera sobre el cumplimiento de la economía procesal en cuanto al 
principio de oportunidad es de casi siempre en un 60% y algunas veces 20 %, 
asimismo el 20 % respondió siempre. 
 
Tabla 4 






























De la presente tabla de resultados estadísticos se interpreta que la mayoría de 
fiscales y abogados encuestados son de la opinión mayoritaria que casi siempre se 
cumple los principios de eficiencia procesal, legalidad y economía procesal.  
 
3.2 Resultados descriptivos 
Resultados de la variable: Omisión de asistencia familiar 
 
Tabla  5 
 Resultados de la variable Omisión de Asistencia Familiar. 
Omisión de asistencia familiar 
 Frecuencia Porcentaje 
 
Nunca 0 0,0% 
Casi nunca 0 0,0% 
Algunas veces 4 13,3% 
Casi siempre 21 70,0% 
Siempre 5 16,7% 




De la presente tabla de análisis de datos estadísticos se interpreta que la 
percepción de los efectos negativos que causan la comisión del delito de omisión de 
asistencia familiar son vulnerados casi siempre en un 70%, siempre en un 16.7% y 







 Resultados Gráficos de la Variable Omisión de Asistencia Familiar 
 
            Elaboración Propia. 
 
Interpretación: 
Del presente cuadro de barras estadístico se interpreta que la percepción de los 
efectos negativos que causan la comisión del delito de omisión de asistencia familiar 

















Omisión de asistencia familiar
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Resultados descriptivos de la variable Omisión de Asistencia Familiar. 
   
 Núcleo familiar Interés superior del niño 
 Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje 
 
Nunca 0 0,0% 0 0,0% 
Casi nunca 1 3,3% 4 13,3% 
Algunas veces 17 56,7% 3 10,0% 
Casi siempre 11 36,7% 12 40,0% 
Siempre 1 3,3% 11 36,7% 




De la presente tabla de análisis de datos estadísticos se interpreta que de la 
dimensión de núcleo familiar sobre el cumplimento de alimentos por parte de los 
padres, madres e hijos se tiene que algunas veces en un 56.7 %, siempre 36.7%, 
casi nunca 3.3% y siempre 3.3%. 
 
Asimismo se interpreta que de la dimensión de interés superior del niño sobre la 
vulneración de los derechos, se tiene que casi siempre en un 40 %, siempre 36.7%, 





Tabla 8  




    De la presente tabla de resultados estadísticos se interpreta que la mayoría de 
fiscales y abogados encuestados son de la opinión mayoritaria que el cumplimento 
de alimentos por parte de los padres, madres e hijos se tiene que algunas veces no 
es cumplido por los obligados. Asimismo sobre el interés superior del niño son de la 
opción mayoritaria entre casi siempre y siempre los derechos se ven afectados y 
























Número de delitos sobre omisión de asistencia familiar sometidos a Principio de 
oportunidad 
 
Recuperado Sistema de Gestión Fiscal (2013-2017). 
 
Interpretación: 
En el año 2013 se registraron 60 casos de Omisión de Asistencia Familiar donde se 
aplicó el Principio de Oportunidad. En el 2014 hubo 31 casos; en el 2015, 23 casos, 
en el 2016, 28 casos y en el 2017, 35 casos; por lo que la escala de incidencia tiende 














2013 2014 2015 2016 2017
Delitos de Omision de Asistencia Familiar 
sometidos a Principio de Oportunidad en 
la primera y segunda Fiscalia en Santiago 
2013-2017
2013 2014 2015 2016 2017
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3.3 Análisis Jurídico del Delito de Omisión de Asistencia Familiar como delito 
de Bagatela 
Como tenemos entendido se aplica el principio de oportunidad cuando la infracción 
penal tiene escasa relevancia, existe ausencia de interés público, se le da al infractor 
oportunidad de reparar el daño ocasionado y que el agraviado sea resarcido en el 
daño mediante una reparación civil oportuna, asimismo existe razones político 
criminales para que se archiven los llamados “delitos de bagatela”.  
De igual forma nuestra Código Penal vigente (art. 2 inciso 1b) regula los delitos de 
mínima gravedad o los llamados delitos de bagatela como supuestos donde existe 
falta de merecimiento de la pena, cuyo extremo mínimo de la pena no sea superior a 
2 años de pena privativa de libertad. 
En ese sentido podemos decir que el delito de Omisión de Asistencia Familiar es un 
delito de Bagatela, ya que cumple con las características de tal, de igual forma no 
requiere mayores actos de investigación con el fin de determinar su comisión, ya que 
basta que se demuestre que en el Juzgado de Paz Letrado no se cumplió con el 
pago de las pensiones alimentarias devengadas, es entonces que mediante los 
actuados remitidos por el Juzgado de Paz es suficiente para generar convicción de 
que el delito se ha cometido. 
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En tal sentido se puede establecer una propuesta jurídica para que la figura del Delito de Omisión de Asistencia Familiar 
pueda funcionar de manera mucho más eficaz, el cual se da a conocer a grandes rasgos mediante el siguiente cuadro: 
Tabla 4 
Delito de Omisión de Asistencia Familiar tramitado en Juzgados de Paz Letrados 
Justificación Objetivos Líneas de Acción 
Condiciones 
Críticas 
Se debe tener en cuenta que: 
-Existe un interés público sobre la mejora 
del aparato de justicia y sobre la descarga 
procesal a nivel de despachos fiscales y 
juzgados penales. 
-Existe la necesidad de implementar los 
medios suficientes para que el Juzgado de 
Paz Letrado resuelva los delitos de omisión 
de asistencia familiar con la finalidad de 
descongestionar la elevada carga procesal 
a nivel Fiscal y de Juzgados Penales. 
- De igual forma es necesario que los 
derechos del alimentista se vean 
- Contribuir a la 
celeridad procesal. 
- Elevar el nivel de 
confianza en el aparato 
de justicia. 
- Contribuir con la 
eficacia del proceso y 
disminuir la carga 
procesal en los 
juzgados. 
- El derecho de los 
alimentistas se verá 
satisfecho en el tiempo 
- La propuesta tiene por 
finalidad cumplir los 
objetivos propuestos. 
-Se necesita una 
adecuada gestión 
administrativa, para la cual 
es importante contar con 
un soporte informático 
para la recolección de 
datos de manera eficiente, 
que permita evaluar y 
monitorear la 
implementación. 
- Se deberá capacitar a los 




-Presencia de un 
abogado de oficio.  
-Presencia de 
personal del INPE 
para ejecutar las 
condenas 
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satisfechos de manera más pronta posible, 
ya que según la práctica al elevar los 
actuados a la fiscalía y luego el Ministerio 
Publico al tramitar este tipo de casos 
demora meses y hasta en ocasiones años. 
- Seria de utilidad dar potestad a los Jueces 
de Paz Letrados para resolver estos casos 
ya que al ser un delito de bagatela y de 
mínima intervención sería necesario dar 
facultades al Juez de Paz para realizar 
acuerdos preparatorios, principio de 
oportunidad y otras alternativas para ver 
satisfecha tal petición. 
- ya que de los resultados de la encuesta 
realizada vulnera muchos derechos el delito 
de omisión de asistencia familiar, sin 
embargo la demora en el pago de la 





operadores de justicia. 
 - Se deberá aplicar los 
principios procesales de 
concentración, celeridad, 
inmediación, oralidad e 
impulso de oficio 
- Es fundamental la 
elaboración de un manual 
o protocolo de tal 
procedimiento. 
- Finalmente es necesario 
que la sociedad dando a 
conocer sus necesidades y 







3.4  Prueba de Hipótesis General 
𝐻0:No existe relación significativa entre aplicación del principio de oportunidad 
en la solución del conflicto penal en el delito de omisión de asistencia familiar de 
padres a hijos, en Fiscalía Penal Corporativa de Cusco 2017 
𝐻1: Existe relación significativa entre aplicación del principio de oportunidad en 
la solución del conflicto penal en el delito de omisión de asistencia familiar de 




 Prueba de Hipótesis General. 
Correlaciones 












Sig. (bilateral) . Sig.=0,525 






Sig. (bilateral) ,525 . 




Se puede apreciar que el grado de relación entre las variables resulto r=0.121. Este 
grado de relación es directa positiva débil. La significancia resulto Sig.0.525 lo que 
fue mayor a 0.05, lo que permite señalar no existe relación significativa por lo que se 





     El 76.7% de la población entrevistada entre 10 fiscales y 20 abogados respondió 
que casi siempre el principio de oportunidad es la solución eficaz para el conflicto 
penal en el delito d omisión de asistencia familiar. El 13,3 % respondió que siempre y 
el 10% algunas veces. Por lo que podemos decir que la aplicación del principio de 
oportunidad se está aplicando de forma eficaz en el distrito judicial del Cusco según 
la opinión recabada de fiscales y abogados encuestados. 
Mediante la encuesta realizada que dio como resultado que la percepción de las 
obligaciones incumplidas por alimentos y de los derechos vulnerados por la comisión 
del delito de omisión de asistencia familiar son casi siempre en un 70%, siempre en 
un 16.7% y 13.3% a veces. En ese entender se afirma que la gravosidad del daño al 
bien jurídico protegido es alta ya que se está vulnerando especialmente el derecho a 
la dignidad humana y la educación. 
Se tiene que el delito de Omisión de Asistencia Familiar es considerado como un 
delito de bagatela, por lo que no se considera tan relevante para el interés público, 
sin embargo su eficacia para el cumplimiento de la pensión alimentaria es 
fundamental para satisfacer las de necesidades primarias del alimentista, por lo que 
se podría implementar en los mismos juzgados de paz letrado, otorgando facultades  
de manera excepcional a los jueces de paz para que tramiten de manera eficiente 
con el fin de dar cumplimiento a la obligación de efectuar la pensión alimentaria por 
parte del demandado, siguiendo un protocolo semejante al del proceso penal, con las 
mismas consecuencias jurídico-penales.  
Asimismo conforme los antecedentes de la presente investigación se tiene que del 
Dr. José Héctor Chávez Pérez de la Universidad Privada Antenor Orrego, según la 
entrevista que realizó a 20 fiscales en la ciudad de la Libertad, en un 100 % si 
consideran que existe vulneración al Principio de Economía Procesal con el 
incumplimiento del Principio de oportunidad en el Delito de Omisión de Asistencia 
Familiar en fase preliminar. De igual forma fueron de la opinión que de incumplirse el     
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acuerdo arribado en el Principio de Oportunidad, no se logra aportar a la finalidad 
descongestionar la excesiva carga procesal penal existente. 
     De la investigación efectuada en el año 2014 en Huaral por la Dra. Milagritos 
Vicenta Salas Calderón, quien llegó a la conclusión que de la cantidad de casos 
convocados a Principio de Oportunidad en el Ministerio Público de Huaral es de 341 
casos, donde representa un 100%, de los cuales 102 casos fueron concluidos con 
Principio de Oportunidad representando un 30% y 189 casos no fueron concluidos 
con Principio de Oportunidad, representando un 70%. Por lo cual a nuestro entender 
el principio de Oportunidad no cumplía con su propósito en dicho sector, además 
concluye que la conducta del imputado era con la finalidad demorar el proceso y 
perjudicar a los agraviados que usualmente son niños, mujeres y ancianos que 
tienen necesidades alimentarias. 
     En el año 2013 se registraron 60 casos de Omisión de Asistencia Familiar donde 
se aplicó el Principio de Oportunidad. En el 2014 hubo 31 casos; en el 2015, 23 
casos, en el 2016, 28 casos y en el 2017, 35 casos; por lo que la escala de 
incidencia tiende a subir en el presente año y en los próximos años, en ese entender 
el delito de Omisión de Asistencia Familiar es latente y Estado debe darle mayor 
importancia, por ser un problema de carácter social que tiene diversos factores de 












1° La aplicación del principio de oportunidad soluciona de manera significativa el 
conflicto penal en el delito de omisión de asistencia familiar de padres a hijos, en 
la fiscalía  Penal Corporativa de Cusco 2017, ya que en opinión mayoritaria de los 
encuestados afirman que la aplicación del principio de oportunidad es la solución 
en el conflicto penal y que cumple casi siempre con los principios de eficacia 
procesal, legalidad y economía procesal, sin embargo sobre la segunda variable 
de estudio del delito de omisión de asistencia familiar los encuestados opinaron en 
su mayoría que existe una clara vulneración, casi siempre de derechos 
constitucionales y que se da el incumplimiento en la obligación de prestar 
alimentos por los integrantes del núcleo familiar. 
 
2° El principio de oportunidad cumple de manera eficaz con el principio de celeridad 
en el delito de omisión de asistencia familiar de padres a hijos, teniendo en 
consideración que dicho principio está dentro de la eficacia procesal por lo que 
según los encuestados este principio es cumplido casi siempre en un 60%, en el 
distrito judicial del Cusco. 
 
3° Los efectos que genera el principio de oportunidad no aportan significativamente a 
la solución en los delitos de omisión de asistencia familiar, ya que como el 
resultado final se tiene que si bien es cierto el Principio de Oportunidad es 
aplicado de manera eficaz porque cumple con los principios de economía procesal 
y legalidad, así como los abogados y fiscales inciden usualmente en la búsqueda 
de llegar a un consenso vía principio de oportunidad, muchas veces es un tema de 
fondo que amerita el interés público, ya que se considera que afecta a las 
relaciones familiares desde el momento que no se cumple con la obligación de 
prestar alimentos, lo cual en la opinión  mayoritaria se afecta el interés superior del 
niño y desde ese incumplimiento se vulneran los derechos a la vida, a la dignidad 
humana y a la educación.  
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4° El principio de economía procesal está relacionado con la descarga procesal, por 
la cual, según las opiniones de los abogados y fiscales encuestados en el Distrito 
Judicial del Cusco, casi siempre el principio de oportunidad coadyuva con la 
reducción de la carga procesal, ya que como sabemos la naturaleza jurídica del 
principio de oportunidad viene a ser como un mecanismo consensual para dar 
solución a ilícitos penales de poca significancia o transcendencia, por lo que se 
busca llegar a un acuerdo con el fin de culminar anticipadamente el proceso penal. 
5° El delito de Omisión de Asistencia Familiar es considerado como un delito de 
bagatela, sin embargo su eficacia para el cumplimiento de la pensión alimentaria 
es fundamental, ya que están en riesgo derechos fundamentales del alimentista, 
por lo que se podría implementar en los mismos juzgados de paz letrado, 
otorgando facultades  de manera excepcional a los jueces de paz para que 
tramiten de manera eficiente con el fin de dar cumplimiento a la obligación de 
efectuar la pensión alimentaria por parte del demandado, siguiendo un protocolo 





1° Es necesario implementar políticas públicas de manera de que se reduzca o en el 
mejor de los casos se erradique los factores de riesgos que pueden conducir a la 
omisión de asistencia familiar como son la pobreza y el desempleo, además de un 
tema de valores en la familia y sensibilidad al interés superior del niño, quien tiene 
el derecho a vivir en condiciones dignas. 
2° Asimismo generar mayores puestos de trabajo con el fin de que posiblemente se 
reduzca la comisión del delito por omisión de asistencia familiar, ya que a lo largo 
del año 2013 al 2017 la cifra de casos por omisión tiende a elevarse y eso puede 
deberse a factores socioeconómicos, dejando en estado de vulnerabilidad en su 
mayoría a los menores. 
3° Se podría ampliar la competencia de los Jueces Paz Letrados para impulsar 
procesos de omisión de asistencia familiar, además, establecer normas para 
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Anexo 01: Instrumentos 
CUESTIONARIO DE PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD 
INTRODUCCIÓN: 
ESTIMADO SEÑOR FISCAL:  
Le invito a responder el presente cuestionario. Sus respuestas, tienen por objeto recoger su 
valiosa opinión sobre la aplicación del principio de oportunidad ha influido en la solución del 
conflicto respecto a los delitos de omisión a la asistencia familiar de padres a hijos, en la Fiscalía 
Penal Corporativa de Cusco 2017. 
INDICACIONES: 
Al responder cada uno de los ítems marcará con una “X” solo una de las alternativas propuestas. 
No existe respuesta correcta o incorrecta. Tómese su tiempo. 









¿La aplicación del principio de oportunidad es 
la solución eficaz al conflicto penal en el delito 
de omisión de asistencia familiar? 
     
2 
¿La aplicación del principio de oportunidad 
permite una duración célere del proceso penal 
en el delito de omisión de asistencia familiar? 
     
3 
¿La aplicación del principio de oportunidad 
coadyuva a la descarga procesal? 
     
4 
¿Considera que la aplicación del principio de 
oportunidad converge en respeto del principio 
de legalidad? 
     
5 
¿La aplicación del principio de oportunidad 
permite obtener justicia de forma oportuna en 
el delito de omisión de asistencia familiar? 
     
6 
¿Del incumplimiento del principio de 
oportunidad en los delitos de omisión a la 
asistencia familiar se llega a incoar el proceso 
inmediato? 
     
7 
¿La aplicación del principio de oportunidad 
permite cumplir la política criminal de mínima 
intervención? 
     
8 
¿La aplicación del principio de oportunidad 
satisface en forma total los derechos 
vulnerados en el delito de omisión de asistencia 





¿El número de actos procesales en aplicación al 
principio de oportunidad permite una duración 
ágil del proceso penal en el delito de omisión 
de asistencia familiar? 
     
10 
¿En los casos de omisión de asistencia familiar 
que se logran conciliar o llegar a un acuerdo, se 
llega a cumplir en su totalidad? 
     
11 
¿En la tramitación del principio de oportunidad 
en el delito de omisión de asistencia familiar 
existe alto grado de onerosidad? 
     
12 
¿Los abogados, inciden en la búsqueda de 
solucionar el conflicto con la aplicación del 
principio de oportunidad en la solución del 
conflicto respecto a los delitos de omisión a la 
asistencia familiar de padres a hijos? 
     
13 
¿Los fiscales, inciden en la búsqueda de 
solucionar el conflicto con la aplicación del 
principio de oportunidad en la solución del 
conflicto respecto a los delitos de omisión a la 
asistencia familiar de padres a hijos? 
     
TOTAL      
 
¡Gracias por su colaboración! 
 
ITEMS: 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13. 
 
RESPUESTAS 
0 1 2 3 4 











CUESTIONARIO DE OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR  
INTRODUCCIÓN: 
ESTIMADO SEÑOR FISCAL:  
Le invito a responder el presente cuestionario. Sus respuestas, tienen por objeto recoger su valiosa 
opinión sobre la aplicación del principio de oportunidad ha influido en la solución del conflicto 
respecto a los delitos de omisión a la asistencia familiar de padres a hijos, en la Fiscalía Penal 
Corporativa de Cusco 2017. 
INDICACIONES: 
Al responder cada uno de los ítems marcará con una “X” solo una de las alternativas propuestas. No 
existe respuesta correcta o incorrecta. Tómese su tiempo. 









¿Considera que los padres cumplen con el deber 
de proporcionar alimentos a sus hijos? 
     
2 
¿Considera que las madres cumplen con el deber 
de proporcionar alimentos a sus hijos? 
     
3 
¿Considera que los hijos cumplen con el deber de 
proporcionar alimentos a sus padres? 
     
4 
¿Considera que el delito de omisión de asistencia 
familiar vulnera los derechos del niño?  
     
5 
¿Considera que el delito de omisión de asistencia 
familiar vulnera el derecho a la vida? 
     
6 
¿Considera que el delito de omisión de asistencia 
familiar vulnera el derecho a la dignidad humana? 
     
7 
¿Considera que el delito de omisión de asistencia 
familiar vulnera el derecho a la educación? 
     
TOTAL      
¡Gracias por su colaboración! 
ITEMS: 1, 2, 3, 4, 5, 6,7. 
RESPUESTAS 
0 1 2 3 4 

































Anexo 8: Matriz de consistencia 
 
TÍTULO: “Principio de Oportunidad y el Delito de Omisión de Asistencia Familiar en la Fiscalía Penal Corporativa de Cusco 2017.” 
PROBLEMA GENERAL OBJETIVO GENERAL HIPOTESIS GENERAL VARIABLES / 
DIMENSIONES 
METODOLOGIA 
¿De qué manera la 
aplicación del principio de 
oportunidad es la solución 
del conflicto penal en el 
delito de omisión de 
asistencia familiar de padres 
a hijos, en la Fiscalía Penal 
Corporativa de Cusco 2017? 
Determinar de qué manera 
la aplicación del principio 
de oportunidad es la 
solución del conflicto penal 
en el delito de omisión de 
asistencia familiar de 
padres a hijos, en Fiscalía 
Penal Corporativa de Cusco 
2017. 
La aplicación del principio 
de oportunidad soluciona 
de manera significativa el 
conflicto penal en el delito 
de omisión de asistencia 
familiar de padres a hijos, 
en Penal Corporativa de 
Cusco 2017. 
V1 Principio de 
Oportunidad 
Dimensiones: 
- Eficacia Procesal 
- Celeridad Procesal 
- Economía Procesal 
 




- Núcleo Familiar 




Diseños de análisis 
evolutivo de grupos 
 
Diseño: 





          Ox 
M1---------------------> 
          Oy 
Población: 
 






número de casos del 





Sub Problemas Objetivos Específicos Hipótesis Especificas 
¿En qué medida la aplicación 
del principio de oportunidad 
cumple con el principio de 
celeridad en el delito de 
omisión de asistencia 
familiar de padres a hijos? 
 
¿Cuáles son los efectos del 
principio de oportunidad en 
el delito de omisión de 
asistencia familiar? 
 
¿En qué medida la aplicación 
del principio de oportunidad 
reduce la economía procesal 
Determinar si la aplicación 
del principio de 
oportunidad cumple con el 
principio de celeridad en el 
delito de omisión de 
asistencia familiar de 
padres a hijos. 
 
Analizar los efectos del 
principio de oportunidad en 
el delito de omisión de 
asistencia familiar. 
 
Identificar si la aplicación 
El principio de oportunidad 
cumple de manera eficaz 
con el principio de 
celeridad en el delito de 
omisión de asistencia 
familiar de padres a hijos 
 
Los efectos que genera el 
principio de oportunidad 
aportan a la solución en los 
delitos de omisión de 
asistencia familiar. 
 
El principio de oportunidad 
reduce de manera eficaz la 
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en el delito de omisión de 
asistencia familiar de padres 
a hijos?   
del principio de 
oportunidad reduce la 
economía procesal en el 
delito de omisión de 
asistencia familiar de 
padres a hijos. 
economía procesal en el 
delito de omisión de 
asistencia familiar. 
instrumentos de 










Fichas de trabajo 
















Anexo 9: MATRIX DE INSTRUMENTOS PARA RECOLECCIÓN DE DATOS 












Eficacia Procesal  
 











¿La aplicación del principio de oportunidad es la solución eficaz al conflicto 
penal en el delito de omisión de asistencia familiar? 
 
 








d) Casi nunca  
 
e) Nunca 
Celeridad procesal ¿La aplicación del principio de oportunidad permite una duración célere del 
proceso penal en el delito de omisión de asistencia familiar? 









Principio de legalidad 
 








¿Considera que el principio de oportunidad converge en el respeto del 
principio de legalidad? 
¿La aplicación del principio de oportunidad permite obtener justicia de forma 
oportuna en el delito de omisión de asistencia familiar? 
¿Del incumplimiento del principio de oportunidad en los delitos de omisión a la 
asistencia familia se llega a incoar el proceso inmediato? 
 
Políticas criminales 
¿La aplicación del principio de oportunidad permite cumplir la política criminal 
de mínima intervención? 
¿La aplicación del principio de oportunidad satisface en forma total los 

















  5 
 ¿El Número de actos procesales en aplicación al principio de oportunidad 
permite una duración ágil del proceso penal en el delito de omisión de 
asistencia familiar? 
Acuerdo de partes ¿En los casos de omisión de asistencia familiar que se logran conciliar o llegar a 
un acuerdo, se llegan a cumplir en su totalidad? 
 
Onerosidad de la 
justicia 
¿En la tramitación del principio de oportunidad en el delito de omisión de 
asistencia familiar existe alto grado de onerosidad? 
 
¿Los abogados, inciden en la búsqueda de solucionar el conflicto con la 
aplicación del principio de oportunidad en la solución del conflicto respecto a 
los delitos de omisión a la asistencia familiar de padres a hijos? 
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 ¿Los Fiscales, inciden en la búsqueda de solucionar el conflicto con aplicación 
del principio de oportunidad, en la solución del conflicto respecto a los delitos 
























Anexo 10: MATRIX DE INSTRUMENTOS PARA RECOLECCIÓN DE DATOS 

























¿Considera que los padres cumplen con el deber de proporcionar alimentos a 
sus hijos? 
a) Siempre  
 





d) Casi nunca  
 
  e) Nunca 
Relaciones 
maternas 
¿Considera que las madres cumplen con el deber de proporcionar alimentos a 
sus hijos? 






















¿Considera que el delito de omisión de asistencia familiar vulnera los derechos 
del niño? 
 
Derecho a la vida 
¿Considera que el delito de asistencia familiar vulnera el derecho a la vida? 
Derecho a la 
dignidad humana 
¿Considera que el delito de omisión de asistencia familiar vulnera el derecho a 
la dignidad humana? 
 
Derecho a la 
educación  
 
¿Considera que el delito de omisión de asistencia familiar vulnera el derecho a 
la educación? 




Anexo 11: DOCUMENTO PRESENTADO AL MINISTERIO PÚBLICO-CUSCO, 




Anexo 12: CUADRO ESTADISTICO DEL 2013 AL 2017
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Anexo 13: DOCUMENTO PRESENTADO AL MINISTERIO PUBLICO-CUSCO, 




















































Anexo 18: ACTA DE 
APROBACIÓN DE 
ORIGINALIDAD DE LOS 
TRABAJOS ACADÉMICOS DE 
LA UCV 
 
Anexo 22: REPORTE DE 
ORIGINALIDAD DEL 
PROGRAMA TURINITIN 
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